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PRESENTACIÓN
Con la reforma en materia de derechos humanos, llevada a cabo en 2011, se estableció 

en el artículo primero de la Carta Magna mexicana que todas las personas gozan de los 

derechos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que 

México es parte; asimismo, se establecieron constitucionalmente las obligaciones 

de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos.

A partir de estas modificaciones, y de las referentes al sistema penal, los derechos de 

las personas víctimas de delitos y de violaciones a derechos humanos lograron una 

mayor relevancia, entre ellos, el derecho a la reparación del daño, que se encontraba 

en el marco normativo mexicano desde 1993.

En la actualidad, la reparación del daño se reconoce como un aspecto fundamental 

para restablecer la dignidad de las víctimas y garantizar el ejercicio efectivo de otros 

derechos, como el de acceso a la justicia. Sin embargo, los alcances y la comprensión 

del derecho a la reparación siguen evolucionado, por lo que la incorporación de la 

perspectiva de género en este ámbito es una necesidad (principalmente cuando las 

víctimas son mujeres u otras personas que históricamente han sido discriminadas 

por razones de orientación sexual e identidad de género), pero también un desafío. 

En relación con este derecho, entre otros aspectos, la aplicación de la perspectiva 

de género ha contribuido a cuestionar las limitaciones de las herramientas con 

las que se mide y determina el daño de las víctimas; ha colocado en la agenda de 

discusiones la necesidad de que al solicitar o dictar las reparaciones se consideren 

tanto el contexto de las víctimas, como los factores de género que incidieron en 

sus afectaciones y en los hechos victimizantes. Igualmente, se ha subrayado la 

importancia de evitar que las medidas provoquen revictimizaciones o que siempre 

se limiten a retribuciones monetarias, que no consideran las necesidades de las 

víctimas y la diversidad de sus daños individuales y colectivos. 

Por todo lo anterior, dedicamos el número cinco de la serie Género y Procuración 

de Justicia a la Determinación y reparación del daño con perspectiva de género. Para 

iniciar, Denisse de los Angeles Uribe Obregón, Magistrada del Poder Judicial del 

Estado de Veracruz e integrante de la Asociación Mexicana de Juzgadoras A. C., 



realiza una útil revisión sobre el origen y el desarrollo de este derecho en el marco 

normativo internacional y nacional, y explica cómo este se ha ido vinculando con la 

perspectiva de género. 

En La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de 

género, artículo desarrollado por especialistas de la Coordinación General de 

Servicios Periciales y de la Unidad de Igualdad de Género de la Fiscalía General 

de la República (FGR), se expone la relevancia de trascender o complementar el 

enfoque médico-legal para determinar los daños, con miras a lograr reparaciones 

adecuadas que consideren las repercusiones en las diferentes esferas de la vida 

de las personas víctimas de algún delito; por lo que se propone aplicar de manera 

conjunta y complementaria el enfoque psicosocial y la perspectiva de género.

En el tercer artículo, Amaranta Viridiana Valgañón Salazar y Gerardo Contreras 

Ruvalcaba, integrantes de la asociación civil Equis Justicia para las Mujeres, a partir 

del análisis de un caso específico, ejemplifican algunas de las falencias que se 

presentan frecuentemente al dictar las medidas de reparación, y brindan una valiosa 

propuesta sobre los pasos y los elementos que las autoridades y las personas 

servidoras públicas pueden considerar para incorporar la perspectiva de género y 

el enfoque diferenciado al determinar el lucro cesante y el daño al proyecto de vida.

Amelia Zetina Pinelo, Encargada del Órgano Especializado de Mecanismos 

Alternativos de Solución de Controversias de la FGR, autora del cuarto texto de este 

número, aborda las características y la aplicación de estos mecanismos en nuestro 

país; reflexiona sobre las ventajas que pueden tener para que las víctimas logren 

una reparación del daño pronta y satisfactoria; y plantea la necesidad de analizar 

cómo podrían ser utilizados en beneficio de las mujeres víctimas, considerando las 

restricciones que existen en el marco jurídico nacional e internacional, sobre su uso 

en casos de violencia contra las mujeres.



En el quinto y último artículo de este número, El peritaje de género para la determinación 

y la reparación del daño de niñas, adolescentes y mujeres víctimas de delito en México, 

las autoras explican la importancia de abordar los casos de violencia contra estos 

sectores de la población, desde un enfoque interdisciplinario y multidisciplinario; 

con este fin, promueven el uso de peritajes sociales y se refieren a los peritajes de 

género que las propias autoras han desarrollado para colaborar en diversos casos, 

aportando importantes elementos para una restitución integral de los derechos de 

las mujeres víctimas.

Con este número, la Serie Género y Procuración de Justicia cumple su primer 

lustro de existencia que ha sido posible gracias al interés y la disposición de las 

personas académicas, integrantes de la sociedad civil y servidoras públicas que 

han participado como autoras, compartiendo su experiencia. La Fiscalía General 

de la República, por medio de su Unidad de Igualdad de Género, les agradece por 

contribuir a la generación y la difusión de conocimientos que permiten comprender 

y alentar la aplicación de la perspectiva de género,  particularmente en el ámbito de 

la procuración de justicia y, como en cada número, en este aniversario agradecemos 

especialmente a quienes consultan, debaten y comparten esta publicación. 

Sara Irene Herrerías Guerra,

Fiscal Especializada en Materia de Derechos Humanos.

Marisol Nashiely Ruiz Ruvalcaba,

Titular de la Unidad de Igualdad de Género.

Unidad de Igualdad de Género
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REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL 
SISTEMA PENAL MEXICANO: 
EVOLUCIÓN Y RETOS DESDE LA 
PERSPECTIVA DE GÉNERO
DENISSE DE LOS ANGELES URIBE OBREGÓN1

RESUMEN

El presente artículo analiza la evolución de la reparación del 
daño en materia penal con base en la doctrina, la legislación y la 
jurisprudencia, a fin de que las personas lectoras comprendan 
la importancia, el contenido y los alcances de esta figura que es 
un derecho fundamental.

Su estudio se realiza bajo la visión transversal y complementaria 
de la perspectiva de género (PeG), que ha dado lugar a un 
método obligatorio para las personas encargadas de administrar 
y procurar justicia.

Palabras clave:
Reparación del daño, perspectiva de género, víctima, derechos 
humanos, justicia.

1 Doctora en Derecho Público por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Veracruzana, 
Magistrada adscrita a la Tercera Sala en Materia Penal del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judi-
cial del Estado de Veracruz y académica universitaria.
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ABSTRACT

This article analyzes the evolution of the redressing of 
damages in criminal matters, based on doctrine, legislation 
and jurisprudence, for the readers, upon knowing its origins, 
understand the  importance, content and scope of this definition 
that represents a fundamental law.

Its study is performed under a gender-based transversal and 
complementary vision of an approach that has given rise to a 
mandatory method for those in charge of administering justice 
and enforcing the law.

Keywords:
Redress of damages, gender perspective, victim, human rights, justice.

1. A manera de introducción 

La perspectiva de género, igual que la reparación del daño, ha logrado un 
desarrollo significativo en los últimos años, constituyéndose como una efectiva 
herramienta para visibilizar las situaciones de desventaja y discriminación, e 
incidir en la transformación de éstas. 

La complementación de ambas figuras ha dado lugar a lo que actualmente se 
conoce como reparación integral del daño con PeG, precepto que se instituye 
como una garantía de las víctimas del delito y de violaciones a los derechos 
humanos, la cual debe determinarse de manera integral en las sentencias 
emitidas por las y los juzgadores, en cumplimiento con la fracción I, apartado 
A del artículo  20 constitucional.

Atendiendo al principio de progresividad, existe la tendencia hacia su 
fortalecimiento, no solo en el ámbito penal, sino en todas las materias, por lo 
que es necesario enfatizar su importancia como elemento transformador de 
contextos de desigualdad, para abonar a su consolidación y aplicación práctica.

Reparación del daño en el Sistema Penal Mexicano: evolución y retos desde la perspectiva de género
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2.Reparación del daño: orígenes y concepto

Antes de adentrarnos al tema que nos ocupa, es preciso remontarnos 
al origen etimológico de la palabra reparación. El Diccionario de la Real 
Academia Española refiere que este vocablo se deriva del latín reparatio 
que significa “desagravio o satisfacción completa de una ofensa o injuria”, 
mientras que, la palabra daño emana del latín damnum, cuyo significado es 
“causar detrimento, perjuicio, menoscabo, dolor o molestia”. En este sentido, 
se colige que el significado literal de reparación del daño es desagraviar y 
satisfacer los perjuicios y menoscabos que ha sufrido una persona.

Con relación a su enfoque jurídico, la jurista francesa Julie Guillerot señala 
que: “consiste prima facie en restablecer la situación de la víctima al momento 
anterior al hecho ilícito, borrando o anulando las consecuencias de su acción 
u omisión” (Guillerot, 2009, p. 25). 

Sin embargo, tal como se analizará en los párrafos siguientes, la reparación 
del daño no implica únicamente el restablecimiento de la víctima a la situación 
previa en que se encontraba antes de sufrir la comisión de un delito, debe ir 
más allá, dando lugar a la transformación de su contexto anterior para evitar 
que en el futuro sea afectada por el mismo hecho ilícito o por otros.

No obstante, para llegar a esta interpretación transformadora e integral, 
tuvieron que transcurrir varias décadas; su progreso en nuestro ordenamiento 
jurídico ha tenido lugar de manera paulatina y progresiva, a través de 
importantes reformas constitucionales que han favorecido su consolidación 
como derecho fundamental de las víctimas de delitos y de vulneraciones a 
derechos humanos. 



13

Unidad de Igualdad de Género

3. La reparación del daño en el ámbito internacional y su impacto 
en la legislación nacional

Como se afirmó antes, la reparación del daño como derecho de las víctimas 
ha logrado una evolución positiva a lo largo del tiempo y su consolidación a 
nivel internacional ha impactado favorablemente en nuestro país. 

Uno de los primeros instrumentos internacionales en establecerla como 
derecho de la víctima fue la Declaración sobre los Principios Fundamentales 
de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, adoptada por la 
Asamblea General de Naciones Unidas el 29 de noviembre de 1985.

El apartado A, numeral 4, de este instrumento internacional consagró el 
derecho de las víctimas a “una pronta reparación del daño que hayan sufrido, 
según lo dispuesto en la legislación nacional” (ONU, 1985); asimismo, el 
numeral 5 estableció los mecanismos judiciales y administrativos para 
obtener reparación.

Otro precedente relevante en la materia lo constituyen los Principios y Directrices 
Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas 
Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho 
Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones.

Estos instrumentos han servido de base para lograr un amplio desarrollo en la 
legislación mexicana en la que se han establecido garantías sobre las cuales 
debe sustentarse la reparación plena y efectiva2, especialmente en la Ley 
General de Víctimas, cuyo contenido se analizará más adelante.

Por cuanto hace al Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el artículo 
25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece la 
obligación de los Estados de instaurar en su derecho interno recursos efectivos 
para las víctimas. En este sentido, la jurista Crespo Gómez (2020) señala que, 

2 Restitución, indemnización, rehabilitación y garantías de no repetición.

Reparación del daño en el Sistema Penal Mexicano: evolución y retos desde la perspectiva de género
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de la interpretación de tal dispositivo en correlación con el artículo 63 de 
dicha Convención, se actualiza la obligación del Estado de reparar el daño de 
manera pronta, integral y efectiva.

En lo que respecta al ámbito nacional, esta figura se incluyó por primera vez 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 1993, año en 
que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto a través del 
cual se adicionó un tercer párrafo a la fracción X del artículo 20; mediante esta 
incorporación se reconocieron los derechos de las víctimas dentro del proceso 
penal, entre ellos el derecho a la reparación del daño, el cual quedó sujeto a 
la cláusula “cuando proceda”3. Sin duda, esta incorporación significó un avance 
relevante para la protección y garantía de los derechos humanos de las víctimas, 
lo cual se tradujo en nuevas obligaciones para el Estado mexicano.

Tales responsabilidades se multiplicaron con la reforma al sistema penal 
realizada en el año 2000, mediante la cual el artículo 20 constitucional se 
dividió en los  apartados “A”, que estableció los derechos de las personas 
imputadas, y “B”, donde se consagraron los derechos de las víctimas, entre 
ellos, el derecho a la reparación del daño.

En ese mismo artículo se eliminó la cláusula “cuando proceda”, se estableció 
la obligación a cargo del Ministerio Público para solicitarla en los casos que 
sea procedente, y se adicionó la advertencia de que la persona juzgadora no 
podrá absolver a la sentenciada de dicha reparación, cuando haya emitido 
una sentencia condenatoria.

Continuando con el análisis de la evolución integral de esta figura, debemos 
mencionar la reforma con la cual se logró transitar de un sistema mixto de 
corte inquisitivo a uno acusatorio adversarial4, considerada hasta el momento 
como la más importante en materia penal, cuya publicación en el Diario 
Oficial de la Federación se realizó el 18 de junio de 2008.

3 Aunado a ello, a través de esta reforma se incluyeron los derechos a recibir asesoría jurídica, coadyuvar 
con el Ministerio Público y a que se les preste atención médica de urgencia cuando así lo requieran.

4 Mismas que entraron en vigor en toda la República mexicana el 18 de junio de 2016.
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Esta reforma implicó nuevas modificaciones y adiciones constitucionales 
que dieron lugar al establecimiento de la reparación del daño como uno de los 
principales objetivos y ventajas del nuevo sistema de justicia penal, estableciéndola 
en el apartado A, fracción I del artículo 20 de la Constitución, dentro de los principios 
generales del proceso penal5 y consagrándola como derecho de la víctima en el 
apartado C, fracción IV del citado artículo, al tenor siguiente:

“Artículo 20. 

C. De los derechos de la víctima o del ofendido:

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio 

Público estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo 

de que la víctima u ofendido lo pueda pedir directamente, y el juzgador no 

podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia 

condenatoria”. 

Cabe resaltar la facultad de la víctima de solicitar directamente la reparación del 
daño, independientemente de que la persona agente del Ministerio Público la 
solicite. Aunado a lo anterior, en la fracción VII, apartado C, del referido artículo se 
adicionó el derecho de la víctima a impugnar ante autoridad judicial las omisiones 
de aquella en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, 
no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento 
cuando no esté satisfecha la reparación del daño.

Sin duda, tales modificaciones sustanciales transformaron esta figura, 
ampliando sus alcances y contenido; con ello también se robustecieron los 
derechos de la víctima, lo cual se tradujo en mayores garantías y en una 
participación más activa dentro del proceso penal.

Es preciso mencionar que también se lograron avances significativos 
con relación a la justicia alternativa, debido a que se adicionó un párrafo 
-actualmente quinto- al artículo 17 constitucional, a través del cual se 
introdujeron mecanismos alternativos para la solución de controversias en 
materia penal, los cuales también deben garantizar la reparación del daño.

5 El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que 
el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen.

Reparación del daño en el Sistema Penal Mexicano: evolución y retos desde la perspectiva de género
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Con base en lo anterior y de acuerdo con el análisis realizado por el jurista Champo 
Sánchez (2018), se resume que en México actualmente la reparación del daño 
opera en tres modalidades: a) como imposición de un tribunal, b) en la suspensión 
de un proceso o prueba condicional y c) a través de la justicia restaurativa. 

No debe pasarse por alto la trascendencia de la reforma constitucional 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, toda vez 
que ha dado lugar a un nuevo paradigma en materia de derechos humanos 
pues, a partir de su entrada en vigor, los derechos humanos contenidos en los 
tratados internacionales y ratificados por México, son reconocidos al mismo 
nivel que los señalados en nuestra Constitución.

Lo anterior ha establecido la obligación a cargo de quienes imparten justicia de 
revisar la convencionalidad de sus resoluciones, en este sentido, atendiendo 
lo expuesto por Miguel Carbonell (2013) el control de convencionalidad se 
convierte en una herramienta imprescindible para constatar que las normas 
internas no violenten la normativa internacional.

En virtud de ello, se ha logrado un importante fortalecimiento de la figura en 
análisis puesto que su interpretación y aplicación, además de sujetarse a lo 
establecido por nuestra ley fundamental, debe adaptarse a los estándares 
internaciones de conformidad con el principio pro persona.

Aunado a ello, se estableció la prohibición de discriminación por motivo de 
preferencias sexuales, además de adicionar un párrafo tercero al artículo primero 
de la Constitución federal, el cual incluyó la obligación del Estado de prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos.

Esta disposición constitucional da origen y sustento a la Ley General de 
Víctimas publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 2013, 
documento que establece un relevante marco de derechos para las víctimas 
de delitos y de violaciones a los derechos humanos, además de instituir las 
acciones que deberán implementarse para garantizar una pronta atención, 
protección y reparación integral del daño.
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El artículo primero, párrafo cuarto de esta ley establece que la reparación 
integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, 
satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, 
colectiva, material, moral y simbólica: a su vez, el artículo 12, fracción II, indica 
que el daño deberá ser reparado en forma expedita, proporcional y justa.

A pesar de que la legislación en comento no hace mención expresa a la 
reparación del daño con perspectiva de género, la amplia interpretación que 
realiza respecto de las víctimas y sus derechos permite extender sus alcances.

4. La reparación del daño en la legislación penal mexicana

Tal como se ha mencionado, las reformas constitucionales han reforzado la figura 
de reparación del daño, propiciando un desarrollo progresivo de este derecho 
fundamental en materia penal. El artículo 30 del Código Penal Federal establece 
que la reparación del daño deberá ser integral, adecuada, eficaz, efectiva y 
proporcional a la gravedad del daño causado y a la afectación sufrida.

El Código en cita refiere que ésta deberá comprender, cuando menos, lo 
siguiente: restitución, indemnización del daño material y moral, resarcimiento, 
pago de la pérdida de ingreso económico y lucro cesante, costo de la pérdida 
de oportunidades, declaración que restablezca la dignidad y reputación de 
la víctima, disculpa pública, aceptación de responsabilidad y garantías de no 
repetición cuando el delito se cometa por servidoras o servidores públicos.

Debe puntualizarse que, en caso de fallecimiento de la víctima directa, de 
acuerdo con el artículo 30 bis de este Código, tendrán derecho a la reparación 
del daño en el siguiente orden: persona ofendida y, en caso de fallecimiento, 
cónyuge supérstite, concubinario o concubina, hijas o hijos menores de edad; 
a falta de las personas anteriores, el resto de personas descendientes y 
ascendientes que dependieran económicamente de la víctima al momento 
del fallecimiento. Por cuanto hace a las personas obligadas a reparar el daño, 
éstas se establecen en el artículo 32 de dicho Código.
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Vale la pena señalar que la reparación del daño posee un doble carácter: por 
un lado, es considerada como pena pública cuando corresponde a la persona 
imputada, acusada y sentenciada; y como responsabilidad civil cuando es 
exigible a terceras personas.

Es preciso dejar en claro que, en los casos en que el juicio se lleve a cabo 
de manera tradicional, con base en lo establecido por el artículo 409 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, ésta se determinará durante la 
audiencia de individualización de sanciones y reparación del daño.

Debe tenerse en cuenta que, para garantizar que las medidas de reparación 
sean determinadas con PeG, será crucial demostrar que el delito o vulneración 
a los derechos humanos se cometió por motivos de género o causó un impacto 
diferenciado basado en una categoría sospechosa de discriminación6.

5. Implementación de la perspectiva de género en las medidas 
de reparación del daño

El concepto género -contrario a lo que muchas veces se piensa- no hace 
referencia exclusivamente a las mujeres; de acuerdo con la historiadora Joan 
Wallach Scott, éste “es un elemento constitutivo de las relaciones sociales 
basadas en las diferencias que distinguen a los sexos, y [...] una forma primaria 
de relaciones significantes de poder” (Scott, 2013, p. 289). 

La académica Martha Lamas (2002) interpreta al género como un brutal 
productor de discriminaciones y desigualdades toda vez que, señala, las 

6 De acuerdo con el Protocolo para juzgar con perspectiva de género, emitido por la SCJN en 2020, “se 
entiende por “categorías sospechosas” aquellos criterios específicamente mencionados en el artículo 1 de 
la Constitución Federal como motivos prohibidos de discriminación: origen étnico o nacional, género, edad, 
discapacidades, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado 
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y las libertades de las personas. Asimismo, de acuerdo con lo que ha sostenido la Primera Sala, 
son categorías sospechosas aquellas que: (i) se fundan en rasgos permanentes de las personas, de los 
cuales no pueden prescindir por voluntad propia, a riesgo de perder su identidad; (ii) han estado sometidas 
históricamente a patrones de valoración cultural que tienden a menospreciarlas; y (iii) no constituyen por sí 
mismos criterios con base en los cuales sea posible efectuar una distribución o reparto racional y equitativo 
de bienes, derechos o cargas sociales. Véase: Amparo en revisión 852/2017, 8 de mayo de 2019, p. 58.”
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ideas y las prácticas de género jerarquizan social, económica y jurídicamente 
a los seres humanos.

Tal discriminación trae como consecuencia la imposición de estereotipos de 
género, entendidos como “una visión generalizada o una preconcepción sobre 
los atributos o características de los miembros de un grupo en particular o de 
los roles que tales miembros deben cumplir” (Cook y Cusack, 2009, p.11).

De esta manera, para hacer frente a la discriminación por motivos de género 
se han creado numerosos instrumentos jurídicos a nivel internacional que, a 
su vez, han impactado positivamente en las leyes nacionales.

Sin duda, uno de los más trascendentales ha sido la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre 
de 1979 y ratificada por nuestro país en 1981.

Aunque dicha Convención no hace referencia explícita a la violencia contra 
las mujeres, mediante las Recomendaciones Generales 19 y 35, el Comité 
de la Organización de las Naciones Unidas encargado de dar seguimiento a 
aquel instrumento, complementa e interpreta las disposiciones de la CEDAW, 
señalando que la violencia de género es una forma de discriminación extrema 
que atenta contra los derechos humanos de las mujeres, en pie de igualdad 
con los hombres.

En el ámbito regional, el primer tratado internacional en materia de derechos 
humanos que abordó de manera específica la violencia contra las mujeres fue 
la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, conocida como Belém do Pará, ratificada por México en 1998.

Tales documentos han contribuido a fortalecer los principios de igualdad y no 
discriminación estipulados en la legislación nacional, dando lugar a la creación de 
un importante marco jurídico en la materia, en el que se incluye la Ley General 
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de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, misma que establece la 
obligación de todas las autoridades de actuar con perspectiva de género.

El artículo 5, fracción IX de la citada ley define la PeG como “una visión 
científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres, que se orienta 
a eliminar las causas de la opresión de género como la desigualdad, la 
injusticia y la  jerarquización, que además contribuye a construir una sociedad 
en donde las mujeres y los hombres tienen el mismo valor e igualdad de 
derechos y oportunidades”.

En este sentido, esta perspectiva puede interpretarse como la herramienta 
clave para entender el contexto de mujeres, hombres y personas intersexuales, 
con el propósito de erradicar los factores que dan origen a situaciones de 
desigualdad y discriminación. 

Es preciso subrayar que la PeG no tiene como único objetivo visibilizar 
las situaciones de desigualdad que enfrentan las mujeres, también debe 
identificar las circunstancias que dan lugar a la discriminación de todas las 
personas en razón de género, para lograr transformar sus contextos. 

Lamentablemente, los estereotipos están presentes en todos los ámbitos y 
la actividad jurisdiccional no ha estado exenta de ellos, lo que ha dado lugar 
al fenómeno conocido como estereotipación judicial7 (ACNUDH, 2018, p. 3).

Para erradicar este problema, que afecta en mayor medida a personas en 
circunstancias de vulnerabilidad, en los últimos años se han incrementado 
esfuerzos en el ámbito jurisdiccional, estableciendo la obligación de juzgar 
con perspectiva de género.

La aplicación de este método en nuestro país deriva de la sentencia del Caso 
González y otras vs. México, conocido como “Campo Algodonero”, emitida por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, el 16 de noviembre de 20098.

7 Práctica mediante la cual los jueces adjudican a una persona atributos, características o roles específicos 
solo por pertenecer a un grupo social determinado: ACNUDH

8 Esta sentencia condena al Estado mexicano como responsable por la desaparición y muerte de Claudia 
Ivette González, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez. Los cuerpos de estas 
jóvenes fueron encontrados en un campo algodonero de Ciudad Juárez el 6 de noviembre de 2001.
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A través de esta resolución, se condenó al Estado mexicano como responsable 
de incumplir los derechos humanos amparados por la Convención Americana 
de Derechos Humanos y por la Convención de Belém do Pará, a causa de la 
ausencia de medidas de protección a las víctimas, la falta de respuesta de las 
autoridades, el incumplimiento de la debida diligencia en la investigación y la 
falta de una reparación del daño adecuada; en consecuencia, se ordenaron 
medidas tendentes a la reparación del daño de las víctimas. 

De conformidad con estas medidas, en 2013, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación publicó la primera edición del Protocolo para Juzgar con Perspectiva 
de Género, con la finalidad de establecer una guía para que las personas 
juzgadoras emitan sentencias con base en este enfoque transversal.

Tal protocolo se ha actualizado y fortalecido gracias a la jurisprudencia 
emanada de nuestro Alto Tribunal, la versión más reciente se publicó en 
noviembre de 2020 e incluye una guía práctica que permite resolver aquellos 
asuntos en los que el género desempeña un papel trascendental dentro de 
la controversia.

Los elementos establecidos en este manual tienen su origen en el Amparo Directo 
en Revisión 2655/2013, el cual derivó en la tesis ACCESO A LA JUSTICIA EN 
CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA 
DE GÉNERO, la cual integró la jurisprudencia 22/2016 del mismo rubro.

El precedente en cita establece seis elementos para juzgar con perspectiva de 
género: el primero de ellos consiste en identificar la existencia de asimetrías 
de poder que den lugar a un desequilibrio entre las partes; posteriormente, se 
deberán cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier 
estereotipo o prejuicio de género, y en caso de que el material probatorio 
no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad, o 
discriminación por razones de género, se tendrán que ordenar las pruebas 
necesarias para visibilizar dichas situaciones.  
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El cuarto paso consiste en que, de ser detectada una situación de desventaja 
por razón de género, tendrá que cuestionarse la neutralidad del derecho 
aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta 
para buscar una solución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de 
desigualdad por condiciones de género, para lo cual deberán aplicarse los 
estándares de derechos humanos de todas las personas involucradas; por 
último, en la redacción deberá evitarse el uso de estereotipos y procurar la 
utilización de lenguaje incluyente. 

En virtud de que la reparación del daño es un elemento integrador de la 
sentencia, de ninguna manera la persona juzgadora deberá omitir determinar 
las medidas de reparación con perspectiva de género, cuando se advierta la 
presencia de los elementos y características necesarias para su aplicación. 

En este sentido, es menester recalcar la obligación que tienen, tanto Ministerio 
Público como  víctima, de ofrecer las pruebas necesarias para acreditar los 
daños sufridos tanto en la esfera material como en la inmaterial, mismas 
que deberán evidenciar que el delito o vulneración a los derechos humanos 
ocurrió en razón de género. 

En consecuencia, quien se encargue de emitir sentencia tendrá que prestar 
especial atención al paso número cuatro del precedente en comento, con la 
finalidad de allegarse de los elementos necesarios que le permitan evaluar el 
impacto diferenciado de la solución propuesta para que ésta incluya medidas 
de reparación justas y proporcionales.

En vista de lo anteriormente expuesto, es preciso delimitar el significado 
de esta obligación jurisdiccional, retomando lo planteado por la jurista Julie 
Guillerot, quien señala que “la reparación del daño con perspectiva de género 
se basa precisamente en cómo se construye la verdad de los casos y cómo 
esta construcción se hace en clave de género” (Guillerot, 2009, p.12), con el 
objetivo de entender el impacto diferenciado que causan las violaciones a los 
derechos humanos.
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Vale la pena destacar que tal definición guarda similitudes con lo establecido 
en la fracción IV de la jurisprudencia en cita, por cuanto hace a la interpretación 
de los impactos diferenciados en razón de género.

Atendiendo a la definición presentada por Esther Guzmán (citada en SCJN, 
2014) la reparación del daño con perspectiva de género tiene como propósito 
modificar las situaciones que dieron origen a la violación de derechos humanos.

Con base en lo anterior, se deduce que la importancia de dictar medidas de 
reparación desde una visión de género radica en su efectividad para eliminar 
las situaciones de desventaja y discriminación que dieron origen a la comisión 
del delito o a la vulneración de derechos, de esta manera, se concluye que 
el fin último de la reparación del daño no siempre es restituir a la víctima a 
la situación previa a la afectación sufrida, sino transformar las circunstancias 
que la originaron para evitar daños futuros. 

En virtud de lo anterior, es menester analizar las condiciones que deben cumplir 
las medidas de reparación determinadas desde esta óptica, para lo cual se 
analizará la tesis P. XIX/2015 (10a.), visible en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 22, septiembre de 2015, Tomo I, página 240, Décima 
Época, con registro digital 2010005, de título VIOLACIONES A DERECHOS 
DE LA MUJER. CARACTERÍSTICAS QUE DEBEN COLMAR LAS MEDIDAS DE 
REPARACIÓN DEL DAÑO CUANDO AQUÉLLAS SE ACTUALICEN. 

Tal precedente explica de manera puntual los elementos que deben contener 
las medidas de reparación dictadas en casos de violaciones a derechos de 
la mujer; sin embargo, debido a su estructura puede aplicarse en todos los 
asuntos en donde el género cause un impacto diferenciado, es decir, aquellos 
en los cuales una misma acción afecta de forma diferente a las personas en 
razón de su género.

La tesis en comento establece que las medidas de reparación no deben 
tener únicamente un enfoque restitutivo, sino también correctivo, con la 
finalidad de producir la transformación de la situación, debiendo contener 
las siguientes características:
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“(I) Referirse directamente a las violaciones declaradas por el órgano 

jurisdiccional respectivo; 

(II) reparar proporcionalmente los daños materiales e inmateriales; 

(III) no significar un enriquecimiento ni un empobrecimiento; 

(IV) restablecer en la medida de lo posible a las víctimas en la situación anterior 

a la violación en aquello en que no se interfiera con el deber de no discriminar;

(V) orientarse a identificar y eliminar los factores causales de discriminación;

(VI) adoptarse desde una perspectiva de género, tomando en cuenta los 

impactos diferenciados que la violencia causa en hombres y en mujeres; y, 

(VII) considerar todos los actos jurídicos y acciones alegadas por el Estado en el 

expediente tendientes a reparar el daño ocasionado.”

Con base en lo anterior, la implementación de la perspectiva de género en 
las medidas de reparación del daño debe empezar por identificar el impacto 
diferenciado que ha causado el delito o la violación de derechos humanos 
en virtud del género con el que se identifican las víctimas, con la finalidad de 
restablecer y transformar favorablemente sus condiciones de vida.

En consecuencia, resulta necesario tratar de comprender la forma en que las 
personas encargadas de dictar sentencia deberán trasladar este enfoque a la 
determinación de las medidas de reparación, para lo cual es de gran utilidad 
la tesis 1a CXCII/2018 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Libro 61, diciembre de 2018, Tomo I, página 370, Décima Época, 
con registro digital 2018752, de rubro PERSPECTIVA DE GÉNERO. FORMA EN 
LA QUE EL JUZGADOR DEBE APLICAR ESTA DOCTRINA AL DICTAR LAS 
MEDIDAS DE REPARACIÓN.

La tesis establece que al aplicar la doctrina que da origen al método para 
juzgar con perspectiva de género en el proceso de determinación de las 
medidas de reparación del daño, es necesario formular las siguientes 
preguntas básicas:

i) ¿Cuál fue el daño? 
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ii) ¿Quién lo cometió?

iii) ¿Contra quién se cometió? 

iv) ¿Cuál fue su impacto específico y diferenciado?

v) ¿Cuál fue su impacto primario y secundario?

Sin duda, estos cuestionamientos constituyen la base para orientar a las 
personas juzgadoras en la difícil tarea de identificar con claridad los daños 
ocasionados a las víctimas directas e indirectas y los impactos diferenciados 
que han causado en su proyecto de vida, con la finalidad de dictar medidas 
encaminadas a lograr una verdadera transformación integral desde un doble 
enfoque: restitutivo y correctivo.

Asimismo, debe destacarse la obligación a cargo del Estado de asegurar la 
emisión de medidas proporcionales y justas en términos de lo establecido por la 
legislación nacional y los instrumentos internacionales, que ha ratificado México 
en la materia, pues la reparación integral del daño es un derecho fundamental de 
las víctimas, el cual la autoridad jurisdiccional en el ámbito de sus competencias 
deberá garantizar de manera progresiva en términos de lo establecido por el 
artículo primero, párrafo tercero de nuestra Constitución política. 

6. A manera de conclusión

En los últimos años se ha logrado un avance progresivo en la protección 
y garantía de los derechos humanos de las víctimas del delito, gracias al 
desarrollo de instrumentos internacionales y nacionales que han contribuido 
a fortalecer nuestro ordenamiento jurídico. 

En este sentido, las reformas constitucionales en la materia, que comenzaron a 
concretarse desde finales del siglo pasado, configuraron de manera paulatina 
un bloque de derechos en favor de las personas afectadas por hechos ilícitos, 
entre ellos el derecho a la reparación integral del daño, mismo que a partir 
de la reforma constitucional en materia penal de 2008 puede ser solicitado 
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directamente por la víctima, dejando de ser facultad exclusiva de la persona 
Ministerio Público.

Tal como se ha analizado a través de este artículo, para garantizar a la víctima 
directa o indirecta una reparación integral debe tomarse en cuenta su contexto 
específico y transformarlo, pues como se ha reiterado en esta obra, el fin último 
de esta figura no es la restitución a la situación anterior sino su transformación. 

Es importante tener en cuenta que, cuando los delitos o violaciones a los 
derechos humanos se cometen por motivos de género, las personas 
juzgadoras tienen la obligación de dictar sentencias con perspectiva de 
género y, por ende, ordenar las medidas de reparación integral desde este 
enfoque, para lo cual los precedentes judiciales analizados en este trabajo de 
investigación pueden resultar de gran utilidad. 

No debe perderse de vista que el derecho penal, además de esclarecer 
los hechos y procurar que la persona culpable no quede impune, tiene los 
objetivos de proteger a la víctima y lograr que los daños causados por el 
delito se reparen. 

En este sentido, la correcta determinación de las medidas de reparación es 
crucial para garantizar lo establecido por nuestra Carta Magna; la reparación 
integral del daño no debe ser considerada por las y los juzgadores como 
un elemento más de la sentencia, tiene que interpretarse como un derecho 
fundamental de la víctima que debe ser promovido y garantizado por el 
Estado de forma expedita, proporcional y justa. 
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RESUMEN

La reparación del daño es un derecho fundamental de las 
víctimas, protegido en los marcos jurídicos internacional y el 
nacional. En todos los casos, la reparación debe ser integral y 
proporcional a la gravedad de los daños materiales e inmateriales 
causados a la víctima, con este objetivo, es necesario aplicar la 
perspectiva de género y el enfoque psicosocial en la psicología 
forense, a fin de determinar efectivamente las afectaciones 
y proporcionar elementos para que las reparaciones tomen 
en cuenta las características de la víctima, los hechos y sus 
contextos; el alcance individual y colectivo de los daños y sus 
significados socio-culturales, incluidos los relacionados con las 
construcciones de género. Ante la falta de métodos específicos 
para aplicar la perspectiva de género en la psicología forense, 
se propone una aplicación complementaria de ambos enfoques.

Palabras clave: 
Reparación integral, daño, enfoque psicosocial, perspectiva de género, 
psicología forense. 

ABSTRACT
Redressing of damages is a fundamental right of victims, 
protected in both international and national law. In all cases, 
redressing should be comprehensive and proportional to the 
seriousness of the material and immaterial damage caused 
to the victim. Therefore, it becomes necessary to apply 
gender perspective and a psychosocial approach to Forensic 
psychology in order to accurately determine the affectations and 
provide elements for redressing to consider the type of victim, 
as well as the surrounding facts and contexts the individual 
and collective scope of the damages, and their sociocultural 
meanings, including those related to gender constructions. In 
the absence of specific methods to apply gender perspective 
on Forensic psychology, a complementary application of gender 
and psychosocial approaches is herein proposed.

Keywords: 
Comprehensive redressing, damages, psychosocial approach, gender 
perspective, Forensic psychology.
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1. La reparación integral del daño en la legislación internacional 
y nacional

En recientes décadas, en el ámbito de la protección a los derechos humanos, la 
figura de la reparación del daño ha ido incrementando su relevancia como un 
derecho fundamental de las víctimas de delitos y violaciones a derechos humanos.

En el Sistema Universal de Derechos Humanos, la Resolución 60/147 (2005) 
denominada Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones, de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, establece que la reparación adecuada, plena, efectiva y rápida 
(vinculada al derecho de acceso a la justicia) podrá constituirse en forma 
de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición; y en cualquier caso, debe ser proporcional a la gravedad de las 
violaciones y al daño sufrido. 

En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el fundamento para la 
reparación del daño se encuentra en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos que, en referencia a las actuaciones de la Corte Interamericana, señala:

Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 

Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 

derecho o libertad conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, 

que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado 

la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 

lesionada. (Art. 63: 1) 

En este Sistema se ha establecido que las reparaciones deberán considerar 
tanto los daños materiales: daño emergente, lucro cesante, daño al patrimonio 
familiar y reintegro de costas y gastos; como los inmateriales, relacionados 
con las dimensiones moral, psicológica, física; el proyecto de vida individual 
o colectivo5, o la afectación de valores muy significativos para las víctimas u 
otras alteraciones de carácter no pecuniario (Calderón, 2013).

La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de género
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En lo que concierne al marco jurídico nacional, el derecho a la reparación del 
daño se afianzó en nuestro sistema jurídico particularmente con las reformas 
legales en materia de derechos humanos de 2011 y la reforma al sistema 
penal iniciada en 2008. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), en su 
artículo 1, establece que el Estado deberá “prevenir, investigar, sancionar 
y reparar las violaciones a los derechos humanos en los términos quvve 
establezca la ley”. Dichas reparaciones se otorgarán a las personas en 
situación de víctimas del delito y/o víctimas de violaciones a los derechos 
humanos.

Según la Ley General de Víctimas (LGV), las víctimas pueden ser personas físicas 
o grupos, comunidades u organizaciones sociales, “que hayan sufrido algún daño 
o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera 
puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia 
de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos”; por lo 
anterior, como lo señala esta misma Ley, “la calidad de víctimas se adquiere con 
la acreditación del daño o menoscabo de derechos” (artículo 4).

Por otra parte, en su artículo 26, la LGV señala que “las víctimas tienen derecho 
a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, 
integral y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia del delito 
o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de derechos 
humanos que han sufrido”. 

La reparación comprenderá medidas de restitución, rehabilitación, 
compensación, satisfacción y medidas de no repetición, cuyo alcance  se 
observa en la Tabla 1:

5 De acuerdo con Calderón, el proyecto de vida se refiere a “la realización integral de la persona afectada 
según su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, lo que le permiten fijarse 
razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas” (2013, p. 37).
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Busca devolver a la víctima a la situación 
anterior a la comisión del delito o a la violación 
de sus derechos humanos; 

Situaciones que comprende la medida de reparaciónMedidas de reparación del daño

•Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro o desaparición de la persona; 
•Restablecimiento de los derechos jurídicos; 
•Restablecimiento de la identidad; 
•Restablecimiento de la vida y unidad familiar; 
•Restablecimiento de la ciudadanía y de los derechos políticos; 
•Regreso digno y seguro al lugar original de residencia u origen; 
•Reintegración en el empleo, y 
•Devolución de todos los bienes o valores de su propiedad. 

En el caso de las reparaciones colectivas (derecho del que son titulares los grupos, 
comunidades y organizaciones sociales), además, la restitución debe orientarse a:

•Reconstrucción del tejido social y cultural colectivo.
•Reconocimiento y dignificación de los sujetos colectivos victimizados.
•Reconstrucción del proyecto de vida colectivo, y el tejido social y cultural.
•Recuperación psicosocial de las poblaciones y grupos afectados.
•Promoción de la reconciliación y la cultura de la protección.
•Promoción de los derechos humanos en las comunidades y colectivos afectados.

Busca facilitar a la víctima hacer frente a los 
efectos sufridos por causa del hecho punible o 
de las violaciones de derechos humanos; 

Se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia de la comisión de los 
delitos a los que se refiere el artículo 68 de este ordenamiento o de la violación de derechos humanos, incluyendo el error judicial, de 
conformidad con lo que establece esta Ley y su Reglamento. Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y como mínimo: 
el daño físico o mental; la pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; los daños materiales, 
incluidos los daños permanentes y la pérdida de ingresos; el lucro cesante; los perjuicios morales y los daños causados a la dignidad de 
la víctima, y los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y sociales

•Atención médica, psicológica y psiquiátrica especializadas; 
•Servicios y asesorías jurídicas tendentes a facilitar el ejercicio de los derechos de 
las víctimas y a garantizar su disfrute pleno y tranquilo; 
•Servicios sociales orientados a garantizar el pleno restablecimiento de los derechos 
de la víctima en su condición de persona y ciudadana; 
•Programas de educación orientados a la capacitación y formación de las víctimas 
con el fin de garantizar su plena reintegración a la sociedad y la realización de su 
proyecto de vida; 
•Programas de capacitación laboral orientados a lograr la plena reintegración de la 
víctima a la sociedad y la realización de su proyecto de vida, y 
•Todas aquellas medidas tendentes a reintegrar a la víctima a la sociedad, incluido 
su grupo, o comunidad

Busca reconocer y restablecer la dignidad de las 
víctimas;

•La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad;
•La búsqueda de las personas desaparecidas; 
•Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación 
y los derechos de la víctima; 
•Una disculpa pública de parte del Estado;
•La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las 
violaciones de derechos humanos; 
•La realización de actos que conmemoren el honor, la dignidad y la humanidad de las 
víctimas, tanto vivas como muertas;

Buscan que el hecho punible o la violación de 
derechos sufrida por la víctima no vuelva a 
ocurrir; 

•El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas 
armadas y de seguridad; 
•La garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las 
normas internacionales; 
•El fortalecimiento de la independencia del Poder Judicial; 
•La protección de las personas profesionales del derecho, la salud y la asistencia 
sanitaria, la información y otros sectores conexos, así como de los defensores de los 
derechos humanos; 
•La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la 
sociedad respecto de los derechos humanos;
•La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, 
en particular las normas internacionales; 
•La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos 
sociales; 
•La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de 
las normas internacionales de derechos humanos.

Tabla 1. Medidas de reparación del daño

Fuente: Elaboración propia, con base en los artículos 26 y 27 de la LGV, 2021.

La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de género
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En esta misma materia, el Código Penal Federal (CPF), en su artículo 30, 
fracciones I a VII, reitera que la “reparación del daño debe ser integral, 
adecuada, eficaz, efectiva, proporcional a la gravedad del daño causado y a 
la afectación sufrida”; comprenderá, cuando menos: la restitución de la cosa 
obtenida por el delito (o su valor); la indemnización del daño material y moral 
causado (en el que se incluyen las atenciones médicas, psicológicas, servicios 
sociales, rehabilitación o tratamientos de salud, así como psicoterapéuticos); 
el resarcimiento de los perjuicios; el pago de la pérdida de ingreso económico 
y lucro cesante; la pérdida de oportunidades; la declaración que restablezca 
la dignidad y reputación de la víctima; las disculpas públicas, la aceptación 
de responsabilidad, y la garantía de no repetición.

Tanto el CPF como el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), 
indican que es obligación de las personas juzgadoras fijar la reparación, 
y es también responsabilidad de la persona agente del ministerio público 
solicitarla; de hecho, según el CNPP, la reparación del daño es uno de los 
objetivos de la investigación de los delitos (art. 213) y, en cualquier caso, esta 
debe establecerse de conformidad “con las pruebas obtenidas en el proceso 
y la afectación causada a la víctima u ofendido del delito” (CPF, art. 31). 

2. La evaluación psicológica forense

El marco normativo antes expuesto no solo es vinculante para el personal del 
Poder Judicial y las autoridades ministeriales, sino para todas las personas 
que intervienen en la administración de justicia, esto incluye al personal 
pericial que tiene una importante función en la protección de los derechos 
humanos de las víctimas ya que, como señala Soto, es por medio de la prueba 
pericial que el órgano jurisdiccional obtiene los elementos a fin de “conocer 
detalladamente una situación para llegar a la verdad” (2020, p. 29).

La psicología forense se caracteriza por aplicar los principios y los 
conocimientos científicos de la psicología en asuntos y procesos vinculados 
al ámbito judicial. En el sistema de justicia, el proceso de evaluación pericial 
psicológica, particularmente el de valoración del daño psíquico, brinda 
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elementos a agentes del ministerio público y a fiscales para la calificación 
del hecho; facilita a éstas/os y a las personas juzgadoras la solicitud y el 
establecimiento de las reparaciones; y, como medio de prueba, permite 
fundamentar o desvirtuar hechos (Esbec en Morales y García-López, 2010).

En el tema que nos ocupa, los hallazgos de las evaluaciones realizadas por 
especialistas en esta materia permiten determinar el impacto psicológico en 
las diferentes esferas de las personas víctimas de delitos o de violaciones a 
derechos humanos; por lo que son un elemento frecuentemente requerido 
por las y los operadores del sistema de justicia para establecer la reparación 
del daño.

Lo anterior ha implicado transformaciones y avances progresivos en esta 
especialidad pericial; sin embargo, hasta nuestros días continúa prevaleciendo 
en ella la aplicación del enfoque o modelo médico-legal del daño psíquico, 
cuyos hallazgos se enfocan en la identificación de signos psicopatológicos 
(Muñoz, 2013), casi de manera exclusiva que, desde la experiencia de las 
autoras y el autor de este artículo, es insuficiente para garantizar una adecuada 
determinación y reparación del daño, por lo que este modelo debe ser 
complementado con otros enfoques como el psicosocial y la perspectiva de 
género, que permiten ampliar los análisis tomando en cuenta no sólo el plano 
individual, sino las diversas esferas de relación de la víctima y su contexto. 

3.Los enfoques de género y psicosocial en la determinación y 
la reparación del daño

Como ha pasado con la figura de la reparación del daño, en últimos años, el 
mandato de aplicar la perspectiva de género en los procesos jurídicos se ha 
extendido desde el ámbito internacional hasta el marco jurídico mexicano, al 
considerarse que este enfoque constituye la herramienta idónea para abatir 
las condiciones de desigualdad y discriminación entre mujeres y hombres, por 
motivos de sexo o género, que prevalecen en el contexto social y cultural, y 
que se encuentran también en los procesos penales y en quienes operan este 
sistema de justicia. La obligación de aplicar este enfoque, así como otros que 

La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de género
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amplían el análisis en materia de derechos (como los de interseccionalidad, y 
el diferencial y especializado), deriva del derecho humano a la igualdad y la 
no discriminación. 

La discriminación basada en las categorías de sexo y género6 es un fenómeno 
histórico presente en los diversos contextos socioculturales alrededor del 
mundo, que ha afectado primordial, aunque no exclusivamente, a las mujeres 
en el goce de sus derechos, en todos los ámbitos de la vida pública y privada.

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW, 1979) define esta discriminación como “toda distinción, exclusión 
a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar 
o anular el reconocimiento, goce, o ejercicio por la mujer, independientemente 
de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.

La discriminación contra la mujer se ha fundamentado en una concepción 
errónea de superioridad del hombre y de lo masculino, sobre las mujeres y 
lo femenino, que ha conllevado al establecimiento y la reproducción de un 
orden social desigual, basado en estereotipos, roles y funciones diferenciadas 
para hombres y mujeres, así como en relaciones de poder desiguales. 

Dicho orden, que ha sido normalizado en las sociedades y se perpetúa 
por diversos medios, entre ellos la violencia de género (forma extrema de 
discriminación) sufrida particularmente por las mujeres, las niñas y las 
personas cuya identidad y expresión no corresponde a la de una masculinidad 
tradicional y hegemónica, “impactan múltiples aspectos de la vida de los 
seres humanos, como la forma en que se perciben a sí mismos, el tipo de 
expectativas y aspiraciones que se forman sobre su proyecto de vida, las 

6 El género “es una categoría social, mutable, construible y asignada socialmente desde que nacemos 
como las características, virtudes, roles, actividades, espacios que son “propias” para las mujeres y 
qué es propio para los hombres” (PGR, 2015, p. 17); el sexo, puede definirse como “categoría biológica 
con la cual se nace con características genéticas relativas a la anatomía de hombre o mujer, con 
constituciones genitales, hormonales, entre otras diferencias naturales; esta realidad es inmutable, al 
menos biológicamente” (PGR, 2015, p. 17).
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oportunidades a las que tienen acceso, la forma en que entablan relaciones 
sociales e institucionales” (SCJN, 2020, p. 2).

En este contexto, la perspectiva de género se ha constituido como la 
herramienta más relevante para identificar, a nivel individual y colectivo, 
los impactos de las categorías sexo y género, y el orden fundamentado en 
ellas; así como para guiar las acciones dirigidas a disminuir y deconstruir 
las violencias, las desigualdades y las discriminaciones basadas en dichas 
construcciones sociales, culturales y biológicas.

Esta perspectiva se materializó en el ordenamiento mexicano por medio de 
normas como la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres (2006) 
y la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
(2007), en la cual se le define como: 

[…] una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres. Se 

propone eliminar las causas de la opresión de género como la desigualdad, la 

injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género. Promueve la 

igualdad entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el bienestar de 

las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres y los 

hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para 

acceder a los recursos económicos y a la representación política y social en los 

ámbitos de toma de decisiones (artículo 5, fracción IX). 

No obstante, como se señaló, fue con la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos de 2011, que el mandato de aplicar este enfoque se afianzó; 
al abrir las puertas a la adopción de diversas perspectivas con la finalidad 
de garantizar efectivamente el derecho a la igualdad y la no discriminación, 
pues, en aras de lograrlo, resulta indispensable identificar las diferencias y las 
desigualdades de las personas y de su contexto, para reconocerlas, observar 
cómo estas inciden en sus circunstancias y garantizar que el tratamiento que 
reciben no se traduzca en un obstáculo para el goce de derechos, incluido el 
de acceso a la justicia y a la reparación del daño de quienes han sido víctimas 
de delitos o violaciones a derechos humanos.

La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de género
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Otros elementos jurídicos fundamentales para el avance en la adopción y 
la aplicación de la perspectiva de género en el ámbito nacional han sido 
las sentencias emitidas  por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(CoIDH) en contra del Estado mexicano, sobre casos paradigmáticos de 
violencia contra las mujeres en nuestro país: González y otras (Campo 
Algodonero, 2009), Fernández Ortega y otros (2010), Rosendo Cantú y otra 
(2011), Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco (2018);  a partir de las 
cuales se ha enfatizado la obligación y la necesidad de aplicar este enfoque 
de manera sistemática en los procedimientos y en la actuación de las y los 
operadores de justicia.

Por ejemplo, en materia de reparaciones, aplicando la perspectiva de 
género, la CoIDH ha señalado en dichas sentencias, particularmente en 
Campo Algodonero, que estas no deben aspirar a restituir a la víctima a la 
situación anterior al evento de violencia o de violaciones a los derechos 
humanos, cuando esa situación se caracteriza precisamente por la violencia 
y la discriminación en contra de las mujeres, de tal forma que, la reparación 
integral del daño debe tener una visión transformadora, es decir, un efecto no 
sólo restitutivo sino también correctivo7.

Los mandatos internacionales y nacionales de aplicar la perspectiva de 
género han dado como resultado la emisión de protocolos federales y 
locales, así como manuales, metodologías y métodos que se constituyen 
como herramientas útiles para entender este enfoque en una dimensión más 
práctica; particularmente para abordar casos en los que estén involucradas 
personas o sectores de la población en situación de vulnerabilidad y 
discriminación estructural, como las mujeres. 

7 En este mismo sentido, Beristaín señala: 
 La reparación debe propiciar una transformación de las relaciones con el Estado y de la vida de las 

víctimas. Para ello hay dos aspectos a tener en cuenta: proporcionalidad y jerarquía. Cuando las medidas 
son vistas como elementos aislados, se pierde esta dimensión, y por tanto la fortaleza para impulsar 
dicho cambio. Por otra parte, la reparación debe estar a la altura del impacto de las violaciones. Una 
reparación claramente escasa, o que no tenga en cuenta esta perspectiva y no incluya facetas como 
la investigación, la mejora de sus condiciones de vida y el restablecimiento de sus derechos puede 
perder fácilmente su sentido. (2010, p. 123.) 
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Entre estas herramientas, destacamos: los protocolos de investigación ministerial, 
policial y pericial con perspectiva de género para el delito de feminicidio y su 
homólogo sobre delitos sexuales, emitidos por la Procuraduría General de la 
República (2015) (vigentes en la actual Fiscalía General de la República, a la 
fecha de publicación de este artículo); el método establecido por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (SCJN), mediante la jurisprudencia titulada Acceso 
a la justicia en condiciones de igualdad. Elementos para juzgar con perspectiva de 
género; así como el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género (2020) y el 
Manual para Juzgar con Perspectiva de Género en Materia Penal (2021), también 
de la SCJN, a través de los cuales es posible ampliar e interpretar el alcance y el 
significado del método señalado en la jurisprudencia.

Las organizaciones civiles también han colaborado en el desarrollo de 
herramientas con el objetivo de aplicar la perspectiva de género en los 
procesos de la administración de justicia en México, un ejemplo es la 
Metodología para el análisis de las decisiones jurisdiccionales desde la 
perspectiva de género (2017) elaborada por la asociación civil EQUIS Justicia 
para las Mujeres.

A pesar del avance que implican todos estos instrumentos, y muchos 
otros emitidos a la fecha, es necesario subrayar que ninguno de ellos 
ha proporcionado todavía un método específico y válido para aplicar la 
perspectiva de género en el campo de la psicología forense. Los protocolos 
en materia de delitos sexuales y feminicidio mencionados son los que más 
elementos aportan en esta materia; sin embargo, en ambos casos se trata 
de lineamientos generales sobre procedimientos recomendados que deben 
tomarse en cuenta en el marco de la investigación de estos delitos y, sobre 
todo, pautas para el comportamiento que debe seguir el personal pericial al 
desarrollar su labor y en el trato hacia las víctimas.

Estas últimas, a pesar de su aparente obviedad, son indispensables ya que 
las diferencias y las desigualdades construidas históricamente con base 
en el género se reproducen y perpetúan también en el trato a las víctimas, 
condicionando y limitando el goce de sus derechos. Sin embargo, la aplicación 

La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de género
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de la perspectiva de género no se agota en este aspecto, sino que debe 
transversalizarse en los procedimientos en manos del personal pericial.

Sin duda, la falta de métodos homologados es uno de los principales 
obstáculos para la aplicación efectiva y sistemática de la perspectiva de 
género en esta especialidad que, dicho sea, en el campo pericial y forense 
es una de las más abiertas a incorporarla. No obstante, para ir desarrollando 
métodos válidos, puede retomarse la experiencia, más larga y difundida, del 
enfoque psicosocial, cuyos fundamentos podrían contribuir a la aplicación 
del género como categoría de análisis en la psicología forense. 

Los enfoques de género y psicosocial comparten la vocación de observar 
a las personas y los daños que han sufrido a partir del análisis que siempre 
debe considerar el contexto pues, a diferencia del enfoque médico-legal, 
el psicosocial toma en cuenta las esferas de relación entre lo individual, lo 
familiar, lo grupal y lo comunitario.

Desde este enfoque, se considera que las violencias ejercidas en contra de las 
víctimas pueden ser experimentadas por ellas como vivencias estresantes y 
traumáticas que amenazan su integridad y afectan sus recursos psicológicos, 
sociales, culturales, económicos, entre otros; repercutiendo tanto en las 
víctimas directas, como en el núcleo social al que pertenecen.  

Como  se mencionó, las afectaciones que los hechos delictivos dejan en las 
víctimas suelen ser estudiadas sólo a través de los síntomas clínicos que 
provocan, desestimando sus implicaciones socio-culturales, tales como las 
razones de género que llevaron (y/o mantienen) a la víctima a un estado de 
vulnerabilidad, así como las afectaciones que pueden tener en el ámbito 
personal, familiar o comunitario vinculadas con sus roles de género o con los 
estereotipos presentes en ella o en su entorno.

En cambio, desde la perspectiva psicosocial, el análisis de las personas 
víctimas no se limita a determinar si al momento de la evaluación presentan 
o no sintomatología clínica que muestre el daño psicológico, ya que los 
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impactos generados por la  experiencia traumática pueden manifestarse a 
partir de las estrategias o mecanismos de afrontamiento utilizadas por las 
víctimas y cómo estas han modificado sus esferas a nivel individual, familiar, 
comunitario y social, a partir de los hechos y del tiempo transcurrido. 

Por otra parte, las vivencias traumáticas derivadas de delitos o violaciones 
a derechos humanos, como señala Beristáin (2010), provocan una serie de 
pensamientos y emociones negativas, que no se producen de manera aislada, 
sino que tienen lugar en un contexto específico y movilizan significados 
sociales y culturales, incluidos los de género; es por eso que desde el 
enfoque psicosocial es posible “entender los comportamientos, emociones, 
y pensamientos de las personas y los grupos, sin aislarlos del contexto social 
y cultural en el que ocurren. Es decir, cómo estos conceptos pueden ser útiles 
para valorar el impacto, [y] entender la experiencia de las víctimas” (2010, p.11).

En este sentido, el enfoque psicosocial y la perspectiva de género pueden 
emplearse de manera complementaria, considerando que el contexto social 
y cultural de la víctima está constituido y determinado en gran parte por el 
orden y las relaciones de género; y que su experiencia estará mediada por su 
propia percepción y vivencia de este orden. 

En esta misma lógica, a fin de comprender el impacto de las violaciones 
de derechos humanos, es preciso tomar en cuenta tres perspectivas: el 
trauma, la crisis y el duelo, y cada una de ellas puede tener una dimensión 
individual o colectiva; por ejemplo, Martín Baró se refiere al trauma psíquico 
como la metáfora de una herida, el daño producido en una persona por una 
experiencia de violencia; sin embargo, existe también un trauma social que 
se refiere al impacto que los hechos pueden tener en procesos históricos, 
comunidades o grupos: “el trauma psicosocial se refiere a esa relación 
dialéctica que existe entre lo personal y lo social, en el que el trauma ha sido 
producido socialmente, pero se alimenta en esa relación entre individuo y 
sociedad” (Baró en Beristáin, 2010, p.13).

La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de género
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Por lo anterior, es necesario considerar que el impacto, daños y efectos que 
se produzcan a partir de una experiencia traumática estarán determinados, en 
parte, por las características de la víctima relativas a su identidad de género, 
edad, orientación sexual, origen étnico o nacional, discapacidades, condición 
social, condiciones de salud, religión, entre otras, y la interacción de estas con 
su entorno social y cultural. 

En este contexto, ante la falta de métodos específicos aceptados y evaluados 
en el campo de la psicología forense para la aplicación de la perspectiva de 
género, a efecto de complementar ambos enfoques, resulta indispensable 
que el personal pericial de esta especialidad cuente con la capacitación 
adecuada para que al implementar los métodos propios de la psicología 
forense, y específicamente los del enfoque psicosocial, sea capaz de 
distinguir e indagar los factores de género presentes en los hechos, la víctima, 
sus contextos y su entorno socio cultural, que pudieran incidir en los daños 
individuales o colectivos8.

Como ejemplo de esta propuesta de complementación, para finalizar este 
artículo se muestra en la Tabla 2 un ejercicio de comparación entre: una lista de 
verificación sobre los aspectos a tener en cuenta en la realización de peritajes 
desde la perspectiva psicosocial, desarrollada por Beristain (2010), el listado 
sobre la reparación del daño del Protocolo para Juzgar con Perspectiva de 
Género de la SCJN (2013) y una lista de preguntas orientadoras para identificar 
factores de género, propuesta por las personas autoras del presente artículo.
 
Como se observa en dicha tabla, la mayoría de los cuestionamientos a los 
que debe responder la persona especialista en psicología social, pueden 
adaptarse y orientarse para indagar sobre los factores de género presentes 
al analizar los hechos, la víctima, su contexto y el daño; a fin de determinar o 
establecer criterios para las reparaciones.

8 Como señala Beristáin, la “afectación colectiva se observa en el ámbito social y se materializa a través 
del estigma, consecuencias laborales o en la desintegración social. Las consecuencias económicas o 
sociales significan un empeoramiento de las condiciones de vida, una pérdida de los proyectos y de las 
oportunidades de desarrollo de una persona o familia afectada. Además, muchos de estos impactos 
tienen también un impacto simbólico y cultural, asociado a la identidad (2010, p. 14). 
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9 Por tratarse de una cita, se respeta el uso del masculino como genérico universal utilizado en la lista de 
verificación de Beristáin, por lo que se hace referencia a “el perito” y no a “personas peritas”.

10Por ejemplo, si los hechos se relacionan con delitos típicos de violencia de género, como los de 
violencias sexual o familiar, el feminicidio o los crímenes de odio contra personas de la comunidad 
lésbico, gay, bisexual, trans, queer o intersexual (LGBTQI+).

11Como cuando la víctima se percibe a sí misma culpable de los hechos por no haber “cumplido” con 
algún estereotipo, rol o norma de género; o percibe el rechazo o consecuencias en su contexto social 
por el mismo motivo.

12Tales como: su expresión de género. 
13Como los roles de proveedor/a, cuidador/a, madre o padre.
14Por ejemplo, si los hechos afectaron a la víctima en el ámbito profesional o académico, cuando dicho 

ámbito es particularmente difícil o adverso para que las mujeres participen.

Tabla 2.  Comparativa de listas de verificación de los enfoques 
psicosocial y de género

Lista de verificación desde la psicología social, 
respecto a los aspectos a tener en cuenta para 
los peritajes (Beristáin, 2010, pp. 230-231)

Lista de verificación “¿Cómo juzgar con 
perspectiva de género?” 
(SCJN, 2013, pp. 80)

Propuesta de preguntas y aspectos para aplicar 
la perspectiva de género

1. La valoración de los hechos
¿El perito [sic]9 tiene en cuenta los 
aspectos particulares de las violaciones?

Muestra las características de los hechos y 
cómo estas condicionan el impacto o la vivencia 
de la víctima.

¿El daño causado genera un impacto 
diferenciado a partir del sexo, género, 
preferencia u orientación sexual de la persona 
involucrada?

¿Qué tipo de medidas de reparación pueden 
hacerse cargo de este impacto diferenciado?

¿Cuál fue el impacto del daño en los roles y 
responsabilidades familiares, laborales y 
comunitarios de la víctima?

¿Cómo puede subsanarse este impacto?

¿Existió un “daño colectivo”? 

¿Es posible repararlo?

¿Se trata de un caso en donde el daño se 
produjo por pertenecer a un determinado grupo?

* * *

* * *

* * *

* * *

* * *

* * ** * *

¿Algún aspecto de los hechos se relaciona 
específicamente con el sexo o con el género de 
la víctima, o se observan factores de género en 
los hechos?10

Incluye las percepciones individuales sobre los 
hechos, y en su caso colectivas, relativas a la 
cultura.

¿Qué ha cambiado en la vida de las víctimas y 
sus familiares y de qué forma?

¿Cuáles de estas consecuencias fueron a corto 
y medio plazo? ¿Cuáles se muestran aún en la 
actualidad?

* * *

* * *

¿Han contado con apoyo y qué consecuencias 
ha tenido su falta de apoyo? Si la víctima y 
familiares tuvieron apoyo social o capacidad de 
resistencia, ¿cómo ha influido eso en la 
situación actual o los impactos sufridos?

¿Qué consecuencias directas o indirectas han 
traído los hechos?

¿Cuáles son los impactos a nivel familiar?

¿Cómo ha afectado la estructura de las 
relaciones familiares y sociales?

¿Qué cambios, impactos en el ámbito 
profesional, su proyecto de vida o integración 
social?

¿Se observan percepciones colectivas o 
culturales de los hechos basadas en 
construcciones de género, que hayan 
provocado afectaciones específicas en la 
víctima?11

¿Algunos de los cambios se presentan sobre 
aspectos que se vinculan a factores de 
género?12

¿Algunas de esas consecuencias se relacionan 
con los roles de género desempeñados por la 
víctima en su entorno familiar o comunitario?13

¿Al determinar los impactos, se consideran 
también los obstáculos por condiciones de 
desigualdad de género que la víctima ha tenido 
que enfrentar para alcanzar el estatus de su 
proyecto profesional, económico o de vida, o los 
que tendrá para recuperarlo?14

¿La ausencia de apoyo implicó que otras 
personas, particularmente mujeres, asumieran 
cargas extraordinarias, relacionadas con roles o 
estereotipos de género?

¿Son atendidas las particularidades culturales 
en la forma de ver, o las consecuencias de las 
violaciones?

¿Se tienen en cuenta las percepciones y 
construcciones de género específicas de ese 
contexto cultural?15

¿Hay impactos colectivos e individuales que 
deben de ser identificados separadamente?

¿Los hechos han repercutido en afectaciones 
para otras personas que comparten categorías 
de identidad con la víctima?16, ¿El contexto 
familiar o comunitario ha sido afectado por 
discriminaciones de género o de otro tipo por lo 
acontecido a la víctima?

2. Valoración de los impactos de las 
violaciones
El perito debe de ser preciso e 
identificar los aspectos concretos del 
caso. Hay que presentar los impactos 
vividos desde el momento de los 
hechos hasta la actualidad:

La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de género
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¿Se ha atendido a las demandas de 
confidencialidad de la víctima y se ha cuidado 
con respeto la información delicada? Por 
ejemplo, narrar sentimientos íntimos 
conflictivos, detalles escabrosos o humillantes, u 
otros aspectos improcedentes en una 
evaluación del impacto en contexto judicial.

Muestra el nexo de relación causal entre los 
hechos y los daños (físicos o psicológicos 
encontrados) sufridos por las víctimas.

¿Las reparaciones consideran los impactos de 
la víctima en su paso por los procesos de 
procuración e impartición de justicia?

¿El personal encargado de realizar la 
evaluación de impacto cuenta con 
sensibilización de género para no revictimizar en 
el desarrollo de su labor o para no involucrar sus 
propios prejuicios de género?17 

¿Los factores de género en los hechos 
presentan correlación con los daños 
identificados, y luego, con las medidas de 
reparación?

En la definición de las medidas de reparación 
¿se tomó en cuenta el parecer de la víctima?

¿Qué tipo de medidas de reparación pueden 
hacerse cargo de este impacto diferenciado?

¿La medida de reparación se basa en una 
concepción estereotipada o sexista de la 
persona en cuestión?

A partir del daño causado, el sexo, el género y 
las preferencias/orientación sexual de la víctima, 
¿cuáles son las medidas más adecuadas para 
reparar el daño?

* * *

* * *

* * *

* * ** * *

¿Se tiene en cuenta lo que las víctimas y 
familiares señalan como reparador, y por qué?

¿Son identifican [sic] algunos criterios que 
ayudarían a determinar las medidas de 
reparación, en el caso de que los jueces así lo 
decidan?

* * *

¿Se tienen en cuenta los límites de la figura del 
perito o el mandato de la Corte o se extralimita 
en sus funciones?

* * ** * *
¿La información que proporciona es adecuada y 
clara para facilitar la toma de decisiones sobre el 
cumplimiento o seguimiento?

¿El perito tiene conocimientos que le permitan 
adecuar los criterios técnicos al contexto local o 
nacional?

¿Es posible empoderar a la víctima para que en 
la determinación de reparaciones prevalezca su 
parecer, sobre el de otros/as integrantes de la 
familia o comunidad respecto de los cuales ésta 
pueda presentar desequilibrios por género u 
otras categorías?

¿Se pueden establecer criterios para evitar que 
las reparaciones pudieran ser revictimizantes en 
lo individual o colectivo?

¿La persona perita tiene conocimientos en 
perspectiva de género para identificar los 
factores relacionados con esta categoría?

3. Valoración de la Reparación
El perito debe tener el conocimiento y la 
responsabilidad de facilitar un criterio 
profesional sobre las demandas de 
reparación de las víctimas relacionando 
estas con los impactos identificados.

Lista de verificación desde la psicología social, 
respecto a los aspectos a tener en cuenta para 
los peritajes (Beristáin, 2010, pp. 230-231)

Lista de verificación “¿Cómo juzgar con 
perspectiva de género?” 
(SCJN, 2013, pp. 80)

Propuesta de preguntas y aspectos para aplicar 
la perspectiva de género

1. La valoración de los hechos
¿El perito [sic]9 tiene en cuenta los 
aspectos particulares de las violaciones?

Muestra las características de los hechos y 
cómo estas condicionan el impacto o la vivencia 
de la víctima.

¿El daño causado genera un impacto 
diferenciado a partir del sexo, género, 
preferencia u orientación sexual de la persona 
involucrada?

¿Qué tipo de medidas de reparación pueden 
hacerse cargo de este impacto diferenciado?

¿Cuál fue el impacto del daño en los roles y 
responsabilidades familiares, laborales y 
comunitarios de la víctima?

¿Cómo puede subsanarse este impacto?

¿Existió un “daño colectivo”? 

¿Es posible repararlo?

¿Se trata de un caso en donde el daño se 
produjo por pertenecer a un determinado grupo?

* * *

* * *

* * *

* * *

* * *

* * ** * *

¿Algún aspecto de los hechos se relaciona 
específicamente con el sexo o con el género de 
la víctima, o se observan factores de género en 
los hechos?10

Incluye las percepciones individuales sobre los 
hechos, y en su caso colectivas, relativas a la 
cultura.

¿Qué ha cambiado en la vida de las víctimas y 
sus familiares y de qué forma?

¿Cuáles de estas consecuencias fueron a corto 
y medio plazo? ¿Cuáles se muestran aún en la 
actualidad?

* * *

* * *

¿Han contado con apoyo y qué consecuencias 
ha tenido su falta de apoyo? Si la víctima y 
familiares tuvieron apoyo social o capacidad de 
resistencia, ¿cómo ha influido eso en la 
situación actual o los impactos sufridos?

¿Qué consecuencias directas o indirectas han 
traído los hechos?

¿Cuáles son los impactos a nivel familiar?

¿Cómo ha afectado la estructura de las 
relaciones familiares y sociales?

¿Qué cambios, impactos en el ámbito 
profesional, su proyecto de vida o integración 
social?

¿Se observan percepciones colectivas o 
culturales de los hechos basadas en 
construcciones de género, que hayan 
provocado afectaciones específicas en la 
víctima?11

¿Algunos de los cambios se presentan sobre 
aspectos que se vinculan a factores de 
género?12

¿Algunas de esas consecuencias se relacionan 
con los roles de género desempeñados por la 
víctima en su entorno familiar o comunitario?13

¿Al determinar los impactos, se consideran 
también los obstáculos por condiciones de 
desigualdad de género que la víctima ha tenido 
que enfrentar para alcanzar el estatus de su 
proyecto profesional, económico o de vida, o los 
que tendrá para recuperarlo?14

¿La ausencia de apoyo implicó que otras 
personas, particularmente mujeres, asumieran 
cargas extraordinarias, relacionadas con roles o 
estereotipos de género?

¿Son atendidas las particularidades culturales 
en la forma de ver, o las consecuencias de las 
violaciones?

¿Se tienen en cuenta las percepciones y 
construcciones de género específicas de ese 
contexto cultural?15

¿Hay impactos colectivos e individuales que 
deben de ser identificados separadamente?

¿Los hechos han repercutido en afectaciones 
para otras personas que comparten categorías 
de identidad con la víctima?16, ¿El contexto 
familiar o comunitario ha sido afectado por 
discriminaciones de género o de otro tipo por lo 
acontecido a la víctima?

2. Valoración de los impactos de las 
violaciones
El perito debe de ser preciso e 
identificar los aspectos concretos del 
caso. Hay que presentar los impactos 
vividos desde el momento de los 
hechos hasta la actualidad:

15Considerando que las discriminaciones, roles, estereotipos, etc., es decir las construcciones de género, 
varían de un contexto social a otro.

16Por ejemplo, los hechos repercutieron en otras mujeres, personas de la comunidad LGBTQI+, etc.
17En palabras de Romero (2017), la sensibilización correspondería a la aplicación de la perspectiva de 

género en lo que la autora denomina el “nivel cultural personal”, que se refiere a “la percepción individual 
de la violencia y discriminación por razones de género; es la forma en la que las y los operadores del 
sistema de procuración de justicia viven y se expresan sobre el género; tiene una enorme relación 
con las experiencias personales, la educación y el ambiente en el que se han desarrollado desde la 
infancia. El nivel cultural depende de que cada persona que trabaja en procuración de justicia reflexione 
sobre los fenómenos de violencia y discriminación por género, y de que verdaderamente lo interiorice, 
identificando patrones y conductas que normalizan y generan estos fenómenos” (p. 123).
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Fuente: Elaboración propia, 2021.

¿Se ha atendido a las demandas de 
confidencialidad de la víctima y se ha cuidado 
con respeto la información delicada? Por 
ejemplo, narrar sentimientos íntimos 
conflictivos, detalles escabrosos o humillantes, u 
otros aspectos improcedentes en una 
evaluación del impacto en contexto judicial.

Muestra el nexo de relación causal entre los 
hechos y los daños (físicos o psicológicos 
encontrados) sufridos por las víctimas.

¿Las reparaciones consideran los impactos de 
la víctima en su paso por los procesos de 
procuración e impartición de justicia?

¿El personal encargado de realizar la 
evaluación de impacto cuenta con 
sensibilización de género para no revictimizar en 
el desarrollo de su labor o para no involucrar sus 
propios prejuicios de género?17 

¿Los factores de género en los hechos 
presentan correlación con los daños 
identificados, y luego, con las medidas de 
reparación?

En la definición de las medidas de reparación 
¿se tomó en cuenta el parecer de la víctima?

¿Qué tipo de medidas de reparación pueden 
hacerse cargo de este impacto diferenciado?

¿La medida de reparación se basa en una 
concepción estereotipada o sexista de la 
persona en cuestión?

A partir del daño causado, el sexo, el género y 
las preferencias/orientación sexual de la víctima, 
¿cuáles son las medidas más adecuadas para 
reparar el daño?

* * *

* * *

* * *

* * ** * *

¿Se tiene en cuenta lo que las víctimas y 
familiares señalan como reparador, y por qué?

¿Son identifican [sic] algunos criterios que 
ayudarían a determinar las medidas de 
reparación, en el caso de que los jueces así lo 
decidan?

* * *

¿Se tienen en cuenta los límites de la figura del 
perito o el mandato de la Corte o se extralimita 
en sus funciones?

* * ** * *
¿La información que proporciona es adecuada y 
clara para facilitar la toma de decisiones sobre el 
cumplimiento o seguimiento?

¿El perito tiene conocimientos que le permitan 
adecuar los criterios técnicos al contexto local o 
nacional?

¿Es posible empoderar a la víctima para que en 
la determinación de reparaciones prevalezca su 
parecer, sobre el de otros/as integrantes de la 
familia o comunidad respecto de los cuales ésta 
pueda presentar desequilibrios por género u 
otras categorías?

¿Se pueden establecer criterios para evitar que 
las reparaciones pudieran ser revictimizantes en 
lo individual o colectivo?

¿La persona perita tiene conocimientos en 
perspectiva de género para identificar los 
factores relacionados con esta categoría?

3. Valoración de la Reparación
El perito debe tener el conocimiento y la 
responsabilidad de facilitar un criterio 
profesional sobre las demandas de 
reparación de las víctimas relacionando 
estas con los impactos identificados.

Conclusiones

Actualmente, la reparación del daño es considerada uno de los derechos 
fundamentales de las víctimas de delitos y violaciones a los derechos 
humanos, y uno de los motivos principales de los procesos de procuración 
de justicia. 

De conformidad con los instrumentos jurídicos que definen este derecho, 
la reparación siempre deberá corresponderse con los daños, por lo que 
la psicología forense se ha convertido en un elemento fundamental para 
determinar tanto los daños como las reparaciones.

Sin embargo, en este ámbito, el análisis de las repercusiones de los hechos 
victimizantes y su alcance no deben limitarse a la presencia de síntomas 
clínicos en las víctimas, como se continúa haciendo en la actualidad de manera 
generalizada, sino que es necesario adoptar enfoques, como el psicosocial 
y el de perspectiva de género, que permitan observar los diversos ámbitos 
de afectación tanto en la esfera individual como en la colectiva, a partir del 
contexto socio-cultural que brinda significados a esas afectaciones.

Un análisis integral del daño, desde la proyección psicosocial con perspectiva 
de género, puede brindar elementos no solo del contexto inmediato y el 
momento actual de la víctima, sino que permite identificar sus características, 
necesidades y vulnerabilidades mediante una óptica que considere y atienda 
los procesos históricos y culturales que perpetúan aspectos como la violencia, 
la discriminación, las relaciones asimétricas de poder o la vulnerabilidad 
basadas en el género u otras categorías. 

Elementos como estos pueden incidir de manera significativa, por ejemplo, 
en la introyección de la identidad, la valía personal y la dignidad de la 
víctima, mermando la posibilidad de recuperar su sentido de pertenencia e 
identidad social; por lo que su identificación es determinante para establecer 

La reparación del daño desde los enfoques psicosocial y de perspectiva de género
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reparaciones adecuadas e integrales, no revictimizantes, que respondan a 
cada uno de esos daños y de los factores de género que pudieron provocarlos 
o que influyen en los hechos y en sus intervinientes.

No obstante, en el contexto de la psicología forense actual, la aplicación 
de la perspectiva de género es aún incipiente y uno de los grandes retos 
para su avance es el desarrollo de métodos reconocidos por el personal 
pericial de esta especialidad. Un primer paso es hacer uso de los métodos 
y los protocolos existentes que, a pesar de sus limitaciones, pueden ofrecer 
elementos mínimos para guiar nuestras actuaciones y evitar la revictimización.

Una segunda propuesta es tomar como base los métodos propios de la 
psicología social para visibilizar e indagar mediante estos los factores de 
género; aprovechando los elementos que tienen en común ambos enfoques. 
Esta complementación requiere, sin embargo, que las personas peritas de 
esta especialidad cuenten con una adecuada capacitación en género, que 
les brinde las  herramientas para reconocer dichos factores y determinar su 
incidencia tanto en los daños, como en las reparaciones que se requieren 
para resarcirlos de manera integral.
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¿CÓMO SE REPARA INTEGRALMENTE 
EL DAÑO CON PERSPECTIVA DE 
GÉNERO? 
ELEMENTOS ÚTILES PARA LA 
ESTIMACIÓN DE LUCRO CESANTE 
Y DEL PROYECTO DE VIDA
 GERARDO CONTRERAS RUVALCABA1

 AMARANTA VIRIDIANA VALGAÑÓN SALAZAR2

RESUMEN

El presente artículo se contextualiza en la emisión de la 
recomendación 02/2019 por parte de la Comisión de Derechos 
Humanos de la Ciudad de México, relacionada con el caso de 
Kenya Cuevas y busca profundizar sobre algunos elementos 
de la reparación del daño que suelen ser confundidos y, por 
tanto, erróneamente valorados en los planes de reparación 
que se ofrecen a las víctimas. Así, se propone establecer el 
alcance de lucro cesante y daño a proyecto de vida, así como 
la diferencia entre ellas, integrando la perspectiva de género 
a la determinación de reparación integral del daño. El texto es 

1 Oficial de proyectos en el Área de Políticas Públicas en Equis Justicia para las Mujeres, A. C. Anteriormente, 
ha sido fellow en Dejusticia, investigador asociado en organizaciones mexicanas de base y asistente de 
investigación en el CIDE. Su línea de investigación se centra en los cruces de género/sexo y el Estado, en 
los temas de punitivismo, medidas antidiscriminación y políticas de identidad.

2Abogada, litigante senior en Equis Justicia para las Mujeres, A. C. Estudió derecho en la Universidad Nacional 
Autónoma de México y colaboró en la Clínica de Justicia y Género “Marisela Escobedo”. Su línea de acción 
es el litigio estratégico, mayoritariamente desde un enfoque victimal, se centra en la defensa de mujeres, 
población LGBT+, pueblos indígenas y derechos de las personas privadas de libertad. 
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una invitación para que las autoridades desarrollen medidas 
compensatorias que estén basadas en evidencia, en lugar de 
prejuicios, y partan de un enfoque diferenciado.

Palabras clave:
Reparación integral de daño, perspectiva de género, proyecto de vida, 
lucro cesante, población trans.

ABSTRACT

With the case study of Kenya Cuevas, from recommendation 
02/2019 by the Mexico City Human Rights Commission, the present 
article deepens into some aspects of comprehensive redressing 
of damages that are often mistaken and wrongly weighed in the 
damage redressing plans for the victims. Therefore, it is proposed 
to establish the scope of loss of profit and the damage to a life plan, 
as well as the difference between both concepts, thus incorporating 
gender perspective to the estimation of a comprehensive 
redress of damage. This text is an invitation for the authorities to 
develop compensatory measures based on evidence instead of 
preconception parting from a differentiated approach.

Keywords:
Comprehensive redress of damage, gender perspective, life plan, lost 
profits, trans population.

1. Introducción

Es de noche, Kenya junto con sus compañeras esperan encontrar clientes 
en medio del frío. Ellas forman parte de un grupo de mujeres trans3 que se 
dedican al trabajo sexual en la zona de Puente de Alvarado en la Ciudad de 
México. Un vehículo se aproxima, el conductor ofrece a Kenya doscientos 
pesos por un servicio, ella lo rechaza. El conductor avanza y aborda a una 
mujer de piel morena, quien acepta la oferta. Se escucha un estruendo, 

3 Trans es el término paraguas utilizado para describir y agrupar a las identidades de género de las 
personas que tienen por común denominador que su sexo asignado al nacer no se alinea con su 
identidad reconocida (CIDH, 2015, p. 32). Una lista no exhaustiva de las identidades de género que 
abarca es: transexuales, travestis, transformistas, no binarias, muxes, entre otras.
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después unos gritos; tan sólo han transcurrido unos instantes desde que el 
vehículo avanzó. El 29 de septiembre de 2016, en medio de la noche, Paola 
Buenrostro, mujer trans de 24 años, fue asesinada. 

Esa noche Kenya y sus compañeras vivieron discriminación reiterada por parte 
del personal ministerial, quien se dirigió a ellas y a Paola en masculino, les 
negaron información sobre la investigación, así como un trato digno durante esa 
larga noche (Navarrete, 2019). Sin saberlo, Kenya comenzaba una lucha de largo 
aliento para obtener justicia por el feminicidio de su amiga (cfr. en Ruiz, 2020). 
Meses después, Kenya tuvo que dejar el trabajo sexual, lo que constituía su fuente 
de ingresos, pues se le otorgaron medidas de protección, particularmente, la 
medida de escolta personalizada que, de acuerdo con la Policía de Investigación, 
era incompatible con el tipo de trabajo que ella realizaba. 

Derivado de los hechos victimizantes, perpetrados por parte del personal 
adscrito a la entonces Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de 
México, se inició una queja en la entonces Comisión de Derechos Humanos 
del Distrito Federal (en adelante CDHCDMX) por la falta de debida diligencia 
y de aplicación de la perspectiva de género y enfoque diferenciado en la 
investigación del caso de Paola Buenrostro. Como resultado de dicha queja, 
la CDHCDMX emitió la recomendación 02/2019.

En 2021, cinco años después de los hechos, se entregó a Kenya el plan de 
medidas de compensación que pretendían ser parte de la reparación integral 
del daño a su favor. Estupefacta, en medio del enojo y la indignación, una 
víctima que durante cinco años se dedicó al esclarecimiento del asesinato 
de Paola y a emprender acciones para prevenir y erradicar la violencia y 
discriminación en contra de mujeres trans; reaccionó:

¿Te imaginas? Si mi proyecto de vida valiera cincuenta mil pesos, ya lo habría realizado 

desde hace años y me ahorraba [sic] todo este camino. Es indignante, es una forma 

de revictimización. Mi vida cambió desde pequeña, desde que me escapé de casa 

y me dediqué al trabajo sexual, mi vida cambió otra vez con el asesinato de Paola, 

ahora me ofrecen esto para pagarme por la discriminación y violencia que sufrí 

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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como mujer trans después de la muerte de Paola, la que ellos ejercieron contra mí, 

el Estado falla una y otra vez (Cuevas cit. en Valgañón, 2021).

La reacción de Kenya Cuevas hace eco en los patrones de discriminación y violencia 
motivada por la orientación sexual, que se encuentran aún presentes en comisiones 
de víctimas y fiscalías, alejando a estas de la confianza de las víctimas.  

A partir de la experiencia de acompañamiento de Equis Justicia para las 
Mujeres, A. C. en el caso de Kenya4, pero también de la interacción con 
fiscalías, poderes judiciales y comisiones de víctimas, las personas autoras de 
este artículo buscamos profundizar sobre algunos elementos de la reparación 
del daño que suelen ser confundidos y, por tanto, erróneamente valorados en 
los planes de reparación que se ofrecen a las víctimas. Este texto propone 
establecer el alcance de los conceptos de lucro cesante y daño al proyecto de 
vida, así como la diferencia entre ellos, integrando la perspectiva de género 
y el enfoque diferenciado a la determinación de reparación integral del daño. 

Para cumplir con este objetivo, el artículo se divide en cuatro apartados. En 
primer lugar, se hará un breve recuento del concepto de reparación integral 
del daño, exponiendo ejemplos en los que se ha aplicado la perspectiva de 
género y el enfoque diferenciado. En segundo lugar, se describirá el caso de 
violaciones de derechos a Kenya Cuevas, centrándose en el plan de medidas 
compensatorias determinadas para ella. Luego, se analizarán los obstáculos 
y limitantes en dicho plan para, posteriormente, clarificar los conceptos de 
lucro cesante y proyecto de vida, así como desarrollar posibles estrategias 
que pueden integrar las instituciones de justicia para hacer una valoración 
digna y basada en evidencia. En el último apartado se hará un recuento de 
las recomendaciones que pueden utilizar fiscalías, comisiones de víctimas y 
juzgados para ofrecer una reparación integral del daño, en aquellos casos en 
que el Estado es el responsable de las violaciones a derechos de las víctimas, 
desde la perspectiva de género y el enfoque diferenciado, así como basado 
en evidencia.

4 Desde 2017, Equis Justicia para las Mujeres, A. C., ha acompañado a Kenya Cuevas en su proceso de 
denuncia y en la construcción de su liderazgo como defensora de derechos humanos. 
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2. Reparación integral del daño

La reparación integral del daño tiene su primera fuente en el artículo 63.1 
de la Convención Americana de Derechos Humanos, dentro del apartado 
que enuncia las funciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(CoIDH). En dicho artículo, se establece que dentro de las funciones de este 
tribunal regional están las de disponer la reparación de las consecuencias 
generadas por la vulneración de derechos, así como ordenar el pago de 
una justa indemnización en los casos en que haya habido violación a algún 
derecho o libertad.

La reparación integral del daño en México puede entenderse a partir de la 
reforma constitucional de 2011, pues supone la interpretación de los derechos 
de las víctimas a la luz de la Constitución y de los tratados internacionales. 
La mencionada reforma “dispone que el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos 
que establezca la ley” (Calderón, 2013).

Así, la reparación integral del daño pretende la restitución de derechos para 
que las cosas vuelvan al estado en el que se encontraban antes de la violación 
de esos derechos o, en la medida de lo posible, modificar las consecuencias 
producto del hecho victimizante. 

Si bien los daños patrimoniales causados por un hecho victimizante pueden 
ser cuantificados, la compensación económica no es el equivalente de la 
reparación integral. Como menciona el jurista Calderón Gamboa (2013), 
“contrario a la práctica tradicional y general de la reparación del daño en 
el derecho interno, la compensación económica es sólo un elemento de la 
reparación integral” (p. 155). 

De esta manera, la Ley General de Víctimas (LGV) incorpora en su articulado 
un listado de los elementos que contemplan la reparación integral. Así, en su 
artículo primero establece que:

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 

compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 

individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será 

implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud 

del hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus 

derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante.

Una de las grandes dificultades para que las instituciones incorporen este 
derecho en la práctica es producto de que la propia definición de reparación 
del daño apunta a conceptos novedosos y difíciles de medir o cuantificar. 
Por ello, se debe retomar la práctica de la Corte Interamericana (2015) del 
“criterio de equidad” para determinar los montos monetarios que, sin ser 
equivalentes, buscan restituir los daños (párr. 303). Este criterio resulta una 
herramienta útil que permite realizar una valoración equitativa, sobre todo 
para aquellos casos en que los daños son inmateriales o, incluso, cuando por 
las propias circunstancias la víctima no cuenta con comprobantes de gastos 
(Jiménez, 2013, p. 7). 

De esta manera, la reparación integral del daño, tal como lo ha afirmado la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN, 2012), persigue que la persona 
afectada pueda atender todas sus necesidades y llevar una vida digna; por lo 
que, con base en la razonabilidad, deberán valorarse las particularidades de 
cada caso, incluyendo la naturaleza y la extensión de los daños causados (p. 522).

Debido a que cada caso representa la necesidad de que se analicen sus 
particularidades, resulta imposible establecer un tabulador fijo para la 
reparación de daños, pues, aun cuando en los hechos pueda parecer que se 
trata del mismo daño, el impacto se diferencia en virtud de la persona que 
resintió la afectación a sus derechos. Por eso, para la determinación de los 
daños y el impacto de éstos, así como para la posterior tasación económica, 
se recomienda a las autoridades que para la reparación del daño se ordene la 
realización de pruebas periciales en trabajo social, impacto psicoemocional, 
exámenes médicos, antropología, entre otras.  Estos ejercicios de estimación 
ayudarán a dimensionar el impacto del hecho en la esfera de la víctima.



59

Unidad de Igualdad de Género

Dicho lo anterior, resulta relevante resaltar que el artículo 4 de la LGV dicta que 
las víctimas deberán ser reparadas, sin que para ello se establezca límite en el 
número de ellas, ni se prohíba la coexistencia de diferentes tipos de víctimas 
dentro de un mismo caso. En dicho apartado, la Ley también establece que 
bastará con que las víctimas acrediten haber resentido un daño o menoscabo 
en sus derechos para acceder a la reparación o al reconocimiento de la calidad 
de víctima, por lo cual no se puede condicionar o suspender por la falta de 
existencia de una aprehensión, condena, procedimiento judicial o administrativo.

Al mencionar los derechos de la víctima es pertinente detenerse para recordar 
a las personas servidoras públicas que, entre dicho grupo de derechos 
previstos en el artículo 7 de la LGV, se incluyen los de recibir un trato con 
humanidad y respeto a su dignidad, recordando en todo momento que la 
víctima, ya de por sí, proviene de un escenario de menoscabo a sus derechos. 
Asimismo, tienen el derecho a recibir y solicitar asistencia y atención de manera 
oportuna, rápida y gratuita, siendo brindada ésta por personal especializado, 
observando que dicha asistencia no dé lugar a una revictimización o nueva 
vulneración de derechos. 

También se incluye el derecho a que se dicten, en su favor y de manera 
inmediata, medidas idóneas de protección cuando su vida, integridad o 
libertad se encuentre en riesgo. Lo anterior es clave, pues si se parte de 
que la reparación del daño implica el estudio del caso considerando sus 
particularidades, reconocemos que no existe un solo tipo de víctima y que 
las necesidades de cada una de ellas varían según el contexto que le rodea. 

En ese sentido, atendiendo el artículo 7 de la Convención Belém do Pará, 
los Estados tienen la obligación de incorporar la perspectiva de género, en 
un reconocimiento de la existencia de relaciones desiguales entre hombres 
y mujeres. Por ello, se debe identificar la forma específica en que el género 
impacta en los distintos elementos de un caso: en el contexto en el que 
se desarrollaba la víctima antes de los hechos; durante los hechos; en la 
valoración de pruebas; en las previsiones adoptadas durante la investigación 
de delitos e, incluso, en la determinación de medidas de reparación (SCJN, 

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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2020, p. 101). Mediante el uso de esta perspectiva, se deben identificar los 
estereotipos, prejuicios, prácticas y roles basados en el género, así como 
cualquier otra discriminación por factores distintos a este (raza, clase, religión 
o estatus migratorio, entre otros).

Algunos de los casos relevantes resueltos por la CoIDH, que tienen su origen 
en nuestro país y que pueden ser una guía útil para las autoridades son: 
Fernández Ortega vs. México y otros, y Rosendo Cantú y otra vs. México. En 
ambas sentencias, la Corte Interamericana (2010a y 2010b) valoró los hechos 
a la luz de la perspectiva de género, entendiendo la forma en que operó la 
violencia sexual ejercida en contra de ambas mujeres. De igual manera, la 
CoIDH (2010b) reconoció que las víctimas sufrieron discriminación –causada 
por distintas categorías identitarias—, ya que ser mujeres indígenas y menores 
de edad las colocaba en un escenario de especial vulnerabilidad (párr. 103). 
También se reconoció la trascendencia colectiva o comunitaria del caso, 
fijando que las medidas de reparación implicaran la inclusión de intérpretes 
y traductores para la atención de mujeres indígenas víctimas de violencia 
sexual, entre otras (CoIDH, 2010a, párr. 258). 

Otro caso útil para las autoridades, en materia de la aplicación de la perspectiva 
de género, es el caso González y otras vs. México, también conocido como 
“Campo algodonero”. En dicha sentencia, la CoIDH (2009), reconociendo el 
contexto generalizado de violencia contra las mujeres, particularmente en 
Ciudad Juárez, consideró que las reparaciones debían visibilizar la intención 
y vocación transformadora por parte de las autoridades para cambiar dicha 
situación (párr. 450).

Sobre el caso de Kenya Cuevas, la recomendación 02/2019, a partir de una 
interpretación desde la perspectiva de género y con un enfoque diferenciado, 
reconoce que las violaciones a derechos de las víctimas se encontraban 
directamente relacionadas con su identidad de género (CDHCDMX, 2019). A 
partir de eso, las reparaciones se encaminaron al análisis del contexto de las 
mujeres trans en la Ciudad de México, estableciendo un novedoso estándar 
de reconocimiento para las víctimas, al identificar a Kenya como integrante 
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de la familia elegida por Paola y como víctima indirecta del homicidio de esta, 
por lo que tiene derecho a participar en la investigación y en el cálculo de la 
reparación del daño (párr. 79). 

3. El caso de Kenya Cuevas

El 30 de septiembre de 2016, Paola Buenrostro fue asesinada, razón por la 
cual se abrió una carpeta de investigación por el delito de homicidio agravado, 
misma que a la fecha continúa en trámite. Durante la madrugada del 30 de 
septiembre, tras presenciar el hecho, Kenya, junto con sus compañeras, 
también mujeres trans que ejercían el trabajo sexual, acudieron a la entonces 
Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México (PGJCDMX) para 
denunciar el asesinato de Paola. 

Una vez en la PGJCDMX, el grupo de mujeres trans que presenciaron el 
asesinato de su amiga fue violentado. El personal adscrito a dicha institución, 
en todo momento se refirió a ellas en masculino, aun cuando reiteraban una y 
otra vez que eran mujeres, les negaron información sobre el caso de manera 
injustificada y las trasladaron a una sala llena de sillas y mesas apiladas, 
donde permanecieron encerradas, sin que siquiera se les permitiera ir al 
baño. Resalta además que, ante las solicitudes de Kenya Cuevas para que 
se le brindara información sobre el caso, la agente del ministerio público se 
la negó, refiriéndole que no se la daba porque ella era “sólo una puta más” 
(CDHCDMX, 2019, párr. 86).

El sujeto detenido en flagrancia por el asesinato de Paola fue puesto en 
libertad en octubre de 2016. Las pruebas que Kenya y sus compañeras 
poseían no pudieron ser tomadas en cuenta, ya que a ninguna de ellas se 
les reconoció su derecho a participar en la investigación por lo que el 6 de 
octubre de 2016, la CDHCDMX inició una queja de manera oficiosa, con base 
en peritajes realizados por personal especializado de dicha institución, así 
como con aportes de Kenya; no obstante, no se valoró entonces el inminente 
riesgo en que ella se encontraba, por lo que no se dictaron medidas de 
protección en su favor (párr. 92).

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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Una de las líneas de acción del acompañamiento a Kenya implicó la 
interposición de juicios de amparo, en relación con la negativa de la Policía de 
Investigación para brindarle las medidas de protección que posteriormente 
fueron dictadas, y que la ubicaban en un nivel alto de riesgo. Resulta relevante 
considerar que la medida proporcionada consistió en contar con escolta 
personalizada, hecho que orilló a Kenya a abandonar el trabajo sexual que 
realizaba pues, según la propia autoridad, por su naturaleza la colocaba en un 
escenario de riesgo y condicionaba la continuidad de sus medidas.

En ese contexto, se dio trámite a la queja en la CDHCDMX, donde se documentan 
las violaciones a derechos sufridas en contra de Paola Buenrostro y Kenya 
Cuevas por el actuar de la Procuraduría. Dicha Comisión (2019) reconoce que 
los derechos humanos violados fueron: (i) derecho a la identidad de género, 
en relación con el derecho a la igualdad y no discriminación, vida privada, 
personalidad jurídica y al libre desarrollo de la personalidad; (ii) acceso a la 
justicia y derecho a la verdad con perspectiva de género, y (iii) derecho a la 
integridad personal por victimización secundaria contra Kenya Cytlali Cuevas 
Fuentes (p. 2). 

Por otro lado, la CDHCDMX (2019) recomendó que la PGJCDMX, ahora 
Fiscalía, realizara:

1. Como medidas de reparación integral del daño: Generar y 
ejecutar un plan integral individual de reparación para Kenya 
Cytlaly Cuevas, que comprende los conceptos de daño 
material, daño inmaterial, proyecto de vida y las medidas de 
rehabilitación, restitución y satisfacción (párr. 288 - 298).

2. Como medidas de satisfacción: Realizar un acto público 
de disculpa y reconocimiento de responsabilidad, el cual 
debe ser acordado de manera previa con la víctima y por la 
CDHCM. Asimismo, publicar en el sitio web de la dependencia 
la recomendación, acompañado con una versión sintética y 
posicionamiento de la institución (párr. 299 - 304).

3. Como medidas de garantía de no repetición: Diseñar un 
procedimiento específico para la incorporación de análisis 
de contexto y análisis de riesgo de víctimas, testigos y/o 
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denunciantes. De igual manera, modificar el Marco Jurídico 
para la Intervención Pericial de la Coordinación General de 
Servicios Periciales y el Protocolo de Actuación para la Atención 
de Personas de la Comunidad LGBTTTI (párr. 305 - 307).

Respecto a las medidas de reparación integral del daño, se resolvieron 
parcialmente, casi 5 años después, habiéndose dado vista a la Comisión de 
Atención a Víctimas de la Ciudad de México (CEAVI), de acuerdo con lo previsto 
por la Ley de General de Víctimas. Conviene precisar en este punto que las 
autoridades y las personas juzgadoras pueden dar vista a las comisiones de 
víctimas, tanto para el trámite de la reparación, como para su ejecución. 

Para efectos del presente artículo,  retomaremos la resolución dictada por la 
CEAVI para analizarla como ejemplo de las áreas de oportunidad que pueden 
tomar en cuenta las y los servidores públicos de los sistemas de procuración 
e impartición de justicia, así como quienes laboran en comisiones de víctimas; 
particularmente en lo que corresponde a las carencias en la aplicación de la 
perspectiva de género, así como de estándares interamericanos y principios 
constitucionales que rigen la reparación integral del daño. De forma breve, la 
CEAVI dictó lo siguiente:

1. Se determinó que la temporalidad de los hechos victimizantes, 
la discriminación en razón de identidad y expresión de género 
y la violación a la integridad psicológica fue de 1 año, 3 meses 
y 22 días (CEAVI, 2021, pp. 38 – 39).

2. El daño moral se valoró como significativo y de nivel de 
gravedad alto; sin embargo, como la víctima no aportó 
comprobantes económicos que acrediten que recibió 
tratamiento, arbitrariamente, determinó una cantidad para este 
rubro (pp. 49 – 51).

3. Se desestimó el lucro cesante solicitado por Kenya Cuevas, 
quien describió que durante cinco años había perdido el ingreso 
por no ejercer trabajo sexual por el riesgo de amenazas por 
el imputado y el plan de seguridad que recibía por la medida 
de protección otorgada. La CEAVI estableció que la cantidad 

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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solicitada por la víctima no se sustentaba en evidencia y 
que resultaba “inverosímil” la interrupción de su trabajo de 
forma constante por cinco años (p. 53). Así pues, ignorando 
las manifestaciones de la víctima, se consideró tomar como 
referente el salario mínimo vigente para el año 2021 (p. 54).

4. Se determinó que el impacto en el proyecto de vida fue la 
interrupción de su trabajo en el mercado sexual, por lo que, al 
considerar que no existen “elementos objetivos y razonables para 
cuantificar” dicho impacto, se determinó estimar que el daño al 
proyecto de vida era equivalente al lucro cesante (p. 55). 

5. El daño patrimonial solicitado por Kenya Cuevas fue 
desestimado, a pesar de contar con documentos probatorios 
(facturas y recibos), argumentando que no se realizó una 
argumentación para probar el nexo causal de las erogaciones 
con los hechos, ya que sólo comprendían “gastos de vida 
ordinarios, no conectados en forma alguna con la producción 
perniciosa o nociva de los hechos victimizantes” (p. 62). 

6. Se estableció, sin soporte o peritaje alguno, que de la lectura que 
la autoridad realizó de la recomendación 02/2019, sólo se debía 
otorgar un año de atención psicológica para la víctima (p. 64). 

4. Elementos útiles para la estimación de lucro cesante y 
proyecto de vida, desde la perspectiva de género y el enfoque 
diferenciado

Las medidas compensatorias propuestas en este caso son muestra de las 
limitaciones y obstáculos comunes que ocurren al momento de estimar la 
reparación integral de daño. Sin embargo, la experiencia de Kenya Cuevas 
nos permite visibilizar algunas estrategias que las instituciones de justicia y 
atención a víctimas pueden integrar para establecer una reparación integral, 
observando estándares de derechos humanos, desde la perspectiva de 
género y basada en evidencia. Como se mencionó, este texto sólo se 
concentrará en el lucro cesante y el daño al proyecto de vida.
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a) Lucro cesante
El lucro cesante se refiere a la pérdida de ingresos y reducción patrimonial 
que se genera a partir del hecho victimizante, por lo cual es un elemento de 
indemnización respecto al daño material de la víctima. Su cálculo, de acuerdo 
con la jurisprudencia de la CoIDH, debe partir de las expectativas de vida 
laboral en el país y los posibles ingresos de la víctima en su trabajo previo 
a la violación de derechos (CoIDH, 1989, parr. 46). A pesar de que la Corte 
Interamericana ha tenido criterios disímiles sobre cómo determinar su valor, 
el requisito indispensable es que exista una relación causal entre el hecho 
vicitimizante y la reducción patrimonial reclamada (Nash, 2009). Lo anterior 
permite considerar situaciones como el cierre de negocios, las consecuencias 
económicas por la separación ilegal de cargos o recursos e, incluso, la posible 
incorporación de las víctimas al mercado laboral.

Ahora bien, la estimación de los ingresos perdidos se complejiza cuando 
las víctimas tienen participación en mercados informales y criminalizados, 
pues éstos no generan registros del flujo monetario y son estigmatizados 
por presunciones moralistas. Un ejemplo de esto es el trabajo sexual5. Al 
ser un trabajo realizado en la vía pública, entre particulares, no genera un 
comprobante ni es archivado por sus comerciantes en alguna suerte de 
bitácora. De igual manera, al ser una práctica no regulada por el Estado6 
provoca que las instituciones públicas en materia laboral no lo incluyan 
dentro de sus estimaciones y mecanismos censales. El trabajo sexual también 
es criminalizado, por lo que las personas que lo llevan a cabo (como Kenya 
Cuevas) suelen sufrir detenciones ilícitas, recibir sanciones administrativas 
por gobiernos locales y ser estigmatizadas por la sociedad (RedTraSex, 2017), 
obstaculizando cualquier ejercicio de análisis económico.

5 A partir de una postura feminista, las autoras aclaran que se refieren al trabajo sexual como aquellas 
actividades transaccionales (compra-venta) de una práctica sexual y se realizan con el consentimiento 
informado de las personas. Éste se diferencia de la trata sexual, la cual es la explotación y coerción 
de personas para realizar actos sexuales dentro de un mercado ilícito. Véase en Lamas (2014) y véase 
sobre el marco normativo en materia de trabajo sexual en Torres Patiño.

6 Si bien el trabajo sexual no es tipificado, carece de un marco de protección y regulación laboral en el 
orden jurídico mexicano. Un primer intento de regularización ocurrió en 2014 cuando una jueza ordenó 
a la Secretaría de Trabajo y Fomento al Empleo del Gobierno del Distrito Federal otorgar licencias 
de “trabajador no asalariado” a trabajadoras sexuales (Lamas, 2014, pp. 160 y 161). Sobre el marco 
normativo en materia de trabajo sexual, veáse en Torres Patiño (2014).

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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Los retos para la estimación de ingresos en trabajos informales tienen un 
efecto desproporcionado, especialmente sobre las mujeres y personas 
de la comunidad LGBTTTIQ+. De acuerdo con datos del Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía (INEGI, 2020), más de la mitad de las personas 
en condición de empleo informal son mujeres, porcentaje que aumenta 
en grupos de mayor edad7. La distribución anterior, en la mayoría de las 
ocasiones, responde a que las mujeres buscan trabajos flexibles que les 
permitan realizar labores de cuidado (De la O, 2000 y Valdés, 2015). En el caso 
de las personas trans, no existen estadísticas disponibles de su participación 
en el mercado; pero se ha registrado en diversos estudios cualitativos que 
sus opciones de ingreso, dada la falta de documentos legales que avalen 
su identidad, la brecha en el nivel de escolaridad, la discriminación y los 
antecedentes penales, se centran en los mercados informales y altamente 
criminalizados (Jiménez-Castaño, 2017 y CIDH, 2020).

En gran parte de los casos en que no existe información objetiva sobre los 
ingresos de la víctima, la CoIDH ha decidido considerar el salario mínimo del país 
como referente de cálculo. No obstante, este criterio presenta dos obstáculos.

Por un lado, la estimación de ingresos en el trabajo informal a partir del salario 
mínimo vigente en el país desconoce los avances en el campo estadístico 
para calcular las cuentas de producción y generación de ingreso por sector 
informal. Al respecto, México cuenta con la metodología de medición de 
la economía informal del INEGI (2015), basada en modelos de estimación 
a partir del censo económico y las encuestas de ingresos y ocupación. 
También diversos estudios académicos sobre economías informales han 
contribuido, mediante la realización de modelos estadísticos, al cálculo de los 
gastos, inversiones y ganancias en mercados que carecen de mecanismos 
de transparencia y registro (Moffatt, 2004, Huesca, 2018 y Augustyn, 2019)8.

7 Con datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), el 57.6% de las mujeres y 55.3% de 
los hombres se encuentran ocupadas en condición de empleo informal (INEGI, 2020).

8 Para un recuento de las estrategias para medir y estimar las ganancias e ingresos del sector informal, 
véase en Charmes (2012).
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Retomando el caso del trabajo sexual, el Consejo para Prevenir la 
Discriminación de la Ciudad de México (COPRED) publicó en 2020 un informe 
sobre el ejercicio de esta actividad en la capital y, entre sus hallazgos, destaca 
que el 37.7% de las personas encuestadas ganaban entre quinientos y mil 
pesos semanales, seguido de un 23.8% que obtenía entre mil y tres mil pesos 
a la semana (COPRED, 2020, p. 15). Incluso, el reporte del COPRED también 
señala que el 81.6% de las trabajadoras sexuales se quedan con la totalidad 
de sus ganancias (p. 18).

Por otro lado, el uso del salario mínimo no es la única forma de cálculo que 
se ha desarrollado en el Sistema Interamericano de Protección de Derechos 
Humanos para estimar el lucro cesante de mercados informales. En una 
revisión de jurisprudencia para este texto se detectaron, por lo menos, tres 
formas: cálculo mediante el salario mínimo vigente en el país –menos una 
reducción del 25% por gastos personales– (CoIDH, 2006, párr. 127), una 
estimación de la cosecha de una familia –en el caso del sector agrícola– 
(CoIDH, 2010, párr. 288), un rechazo de la indemnización al carecer de material 
probatorio (CoIDH, 2005, párr. 157) y una determinación unilateral por la Corte 
(CoIDH, 2012, párr. 315 - 317).

En este último caso, Vicky Hernández vs. Honduras, la víctima era mujer trans, 
trabajadora sexual, con el rol de proveedora de su hogar; la CoIDH (2021) realizó 
una determinación unilateral de veinte mil dólares para las dos familiares 
de Vicky (párr. 187). Si bien estos cálculos parten de un criterio de equidad, 
con base en el cual la indemnización no representa un empobrecimiento o 
enriquecimiento de la víctima, la Corte ha sostenido que, en el largo plazo, el 
criterio amplio a promover es “la estimación prudente” (CoIDH, 1989, párr. 48 
- 49). Es decir, no se puede establecer un criterio estricto, sino que se deben 
evaluar todos los posibles factores que determinan el ingreso de la víctima 
directa y sus familiares.

Por lo anterior, atendiendo el principio de progresividad, las medidas de 
compensación deberían calcular el lucro cesante para personas que hayan 
participado en el trabajo informal, y que carecen de material probatorio 

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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mediante una revisión documental de estimaciones o estadísticas sobre el 
ingreso promedio en dicho sector y no basadas en aproximaciones genéricas 
que supongan las autoridades.

Ahora bien, otro reto para estimar el lucro cesante es definir por cuánto tiempo 
se imposibilita la generación de ingresos como consecuencia de un hecho 
victimizante. En términos prácticos, la pregunta central es: ¿por cuál cantidad 
de tiempo se multiplica el salario (en caso de no haber información y/o ser un 
trabajo informal) para tener el valor del ingreso perdido?

En los casos donde las víctimas directas fallecieron por la violación de 
derechos, la CoIDH (1989) ha determinado calcular el lucro cesante a partir 
de la expectativa de vida promedio en el país (párr. 45). Por otra parte, en los 
casos donde existen personas sobrevivientes, se ha tomado como base para 
el cálculo el tiempo en el cual las víctimas directas o indirectas no trabajaron 
por abandono, exilio o miedo a represalias, consecuencia de los hechos 
(CoIDH, 2001b, párr. 181; 2002, párr. 74).

Si bien, en el caso de Kenya Cuevas, la CEAVI (2019) estimó que el cese de 
ingresos fue de un año, ya que este fue el lapso que la Fiscalía de la Ciudad 
de México tardó en entregar medidas de protección, esta afirmación es 
problemática porque no se toman en cuenta las dinámicas del trabajo sexual 
y la violencia continua que reciben las personas que fueron testigos de delitos. 
Primero, porque la policía encargada de las medidas de protección asignadas 
a Kenya Cuevas solicitó que dejara de ejercer el trabajo sexual pues implicaba 
un escenario de riesgo para ella; además, como ha sido documentado en 
diversas ocasiones, la presencia de integrantes de cuerpos de seguridad en 
el punto de trabajo reduce la afluencia de clientes (Allan, 2014 y Khan, 2015). 

Segundo, Kenya fue amenazada de muerte por denunciar el feminicidio de 
Paola, situación que se agrava al considerar que el imputado se encuentra 
prófugo (CDHCDMX, 2019, párr. 234). Esto significó que ella, a solicitud de la 
Policía de Investigación, tuviera que dejar de laborar como lo hacía antes del 
homicidio de Paola, ya que esto implicaba estar en el espacio público en la
noche y posicionarse en una situación de riesgo alto, en el marco de las 
medidas de protección.  
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En este sentido, la temporalidad del lucro cesante no se puede limitar al periodo 
en el que la persona víctima sobreviviente careció de medidas de protección, sino 
que debe estimarse mediante un análisis individualizado de las experiencias de 
violencia recurrente, a manos de agentes privados o estatales, que afectaron el 
desempeño de sus labores. Dicho análisis también requiere que las instituciones 
sean sensibles con la víctima y, a la vez, críticas de los efectos que tienen las 
medidas de protección en el contexto de trabajo informal.

A continuación, se presenta el diagrama que sintetiza las recomendaciones 
para calcular el lucro cesante (véase Imagen 1).

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?

La persona víctima es escuchada de forma plena 
durante la valoración y la autoridad le pregunta sobre 

sus ingresos y el tiempo que dejo de percibirlos.

La autoridad refuerza lo expresado por la 
víctima mediante dos valoraciones.Valoración de temporalidad Valoración por tipo de sector

¿La víctima directa falleció como 
resultado del hecho violento?

¿La víctima recibió amenazas recurrentes 
que impidieron ejercer su trabajo?

¿La víctima recibió una medida de 
protección que requería abandonar su 

trabajo u obstacuizó su ejercicio?

¿Existen estimaciones estadísticas o 
estudios sobre el ingreso en el respectivo 

mercado informal?

Calcular el valor por el periodo 
que no ejerció sus labores.

Estimar el tiempo sin medidas 
de protección.

Estimar el tiempo que no ejerció 
sus labores, apesar de contar 

con medidas de protección.

Utilizar estos cuatro métodos de valoración en conjunto con la declaración de la persona víctima.

Utilizar estimaciones y/o 
estudios para calcular el 

ingreso perdido.

Usar salarío mínimo vigente 
en el país.

Calcular el valor por el número 
de años de la expectativa 

promedio de vida del país.

Estimar el ingreso de acuerdo 
con los comprobantes o recibos

¿La persona cuenta con algún tipo 
de registro o archivo de ingreso?

No

No

No Sí Sí No

No

Sí

Sí Sí

¿Qué tipo de trabajo tenía la 
víctima antes del hecho violento?

Formal Informal

Fuente: Elaboración propia, 2022.

Imagen 1 .Diagrama de estrategias para la estimación de lucro cesante 
en economías informales y análisis individualizado de la temporalidad.
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b)Daño al proyecto de vida
La categoría de daño al proyecto de vida es introducida por primera vez en el 
caso Loayza Tamayo vs. Perú, definiéndolo como:

[…]  una expectativa razonable y accesible en el caso concreto, implica la 

pérdida o grave menoscabo de oportunidades de desarrollo personal, en forma 

irreparable o muy difícilmente reparable. Así, la existencia de una persona se 

ve alterada por factores ajenos a ella, que le son impuestos de forma injusta 

y arbitraria, con violación de las normas vigentes y de la confianza que pudo 

depositar en órganos del poder público obligados a protegerla y a brindarle 

seguridad para el ejercicio de sus derechos y la satisfacción de sus legítimos 

intereses (CoIDH, 1998, parr. 150).

En este sentido, se interpreta que la Corte entiende el daño en este ámbito 
como la obstrucción al marco de oportunidades que tiene una persona 
para elegir o desarrollar libremente el trayecto de su vida. Se diferencia 
de los conceptos de lucro cesante y daño emergente por no corresponder 
exclusivamente a las afectaciones patrimoniales causadas por el hecho 
victimizante (párr. 147). 

Esta categoría de daño se consolidó en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos hasta el caso Cantoral Benavides vs. Perú, en el cual se argumentó 
que esta afectación consistió en que la persona dañada abandonó sus 
estudios y, por ende, la restitución consistió en otorgarle una beca educativa 
(CoIDH, 2001a, párr. 80). No obstante, el desarrollo jurisprudencial en la CoIDH 
ha sido escaso dado que, a pesar de ser reconocido en otros casos, la Corte 
no ha propuesto un método de cuantificación. 

En lo que respecta a México, este concepto se menciona, pero no se define en 
la LGV; sin embargo, la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas se ha referido 
a los procedimientos de atención a víctimas, como fin de la reparación integral 
del daño, en sustitución del proyecto de vida de estas (CEAV, 2015, p. 13). En 
otras palabras, en lugar de cuantificar un monto correspondiente al daño en el 
proyecto de vida ha propuesto “generar los procedimientos de atención, asistencia 
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y protección tendientes a restablecer el proyecto de vida de las víctimas del delito 
y de violaciones a derechos humanos” (p. 28). Esta visión ha conllevado a que 
se consideren las medidas de rehabilitación, tales como la capacitación laboral, 
la atención psicológica, programas educativos y/o incorporación a programas 
sociales, como la vía para reconstruir el proyecto de vida.

La falta de desarrollo sobre el concepto de cálculo del daño al proyecto de vida, en 
el Sistema Interamericano, así como la definición empleada en México, han creado 
un vacío respecto de este concepto que, a su vez, provoca que las resoluciones por 
parte de instituciones de justicia en esta materia sean deficientes y revictimizantes. 
Como ejemplo, retomemos el caso de Kenya Cuevas.

La CEAVI determinó que el daño al proyecto de vida por los hechos revictimizantes 
se limitaba a la interrupción del trabajo sexual para dedicarse a la labor comunitaria 
como defensora de derechos humanos (p. 56). A partir de ese supuesto, la Comisión 
determinó asignarle el mismo monto a la compensación por daño al proyecto de 
vida que al otorgado por lucro cesante (p. 56). 

La argumentación empleada por esa comisión es errónea por dos razones: 
primero, se iguala el lucro cesante con el proyecto de vida, lo cual ha sido 
sostenido como incorrecto por la CoIDH; segundo, la CEAVI supone que el 
desarrollo personal de la víctima depende exclusivamente de la estabilidad 
laboral, lo cual aminora los aspectos psicoemocionales y las relaciones que 
constituyen la experiencia humana y son determinantes en el desenvolvimiento 
futuro de las personas. Desde una perspectiva de género, la sobreposición 
del ámbito laboral sobre el psicoemocional como parámetro de proyecto de 
vida, ignora los desarrollos desde los movimientos de mujeres para cuestionar 
las capacidades económicas y productivas como fin único de las personas 
(Ozkazanc-Pan, 2020).

En este sentido, homologar el proyecto de vida con la estabilidad laboral 
imposibilita considerar las compensaciones o medidas no monetarias para 
asegurar una restitución del desarrollo personal. Esta lógica también implica 
que el daño al proyecto de vida de personas en sectores formales, y que 

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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generan mayores ingresos, es más grave que aquel que pueden sufrir personas 
que laboran en sectores informales y que tienen ingresos fluctuantes.

Ahora bien, el caso de Kenya Cuevas también pone en tensión lo que 
se entiende, desde visiones hegemónicas, como proyecto de vida. En la 
documentación del expediente de queja 02/2019 (documento no público), se 
dice que:

Kenya refirió que antes de los hechos de su proyecto de vida estaba centrada 

en tener estabilidad. “Tener mi estabilidad, tener para pagar mi renta, tener para 

mi comida […]”, asimismo, comentó que en cuanto a su proyecto de familia “Con 

mi familia nuclear estábamos en la construcción”. 

La declaración de Kenya desafía la comprensión convencional de la vida 
como un progreso lineal. Es decir, considerar que el proyecto debe avanzar 
de manera acumulativa, dirigiéndose a tener, por ejemplo, mayor capital, otro 
grado de escolaridad, un nuevo puesto de trabajo o una casa más grande. 
Kenya Cuevas muestra que ella está interesada en una forma de vida distinta, 
lo que en los estudios LGBT han nombrado temporalidad contrahegemónica 
(Halberstam, 2005 y Dinshaw, 2007). Antes del hecho victimizante, ella 
buscaba mantener su vida tranquila y estable en sus propios términos. En 
este sentido, el Estado debe escuchar atentamente las aspiraciones de la 
víctima, buscar los mecanismos para brindar opciones con el fin de que las 
personas víctimas puedan reconstruir su trayecto vital, que en el caso de 
Kenya era sentirse tranquila y feliz.  

Si bien las personas víctimas pueden tener nuevos planes de vida –dado 
que mantienen el derecho al libre desarrollo de la personalidad–, esto no 
borra el daño que se ha ejercido respecto de las expectativas anteriores que 
las personas tenían sobre sí mismas. Incluso, el cambio de los resultados, 
ya sean considerados por personas externas como retrocesos o avances, es 
evidencia del “grave menoscabo de oportunidades de desarrollo personal, en 
forma irreparable o muy difícilmente reparable” (CoIDH, 2013, párr. 314).
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A partir de estos obstáculos detectados para definir el cálculo del daño al 
proyecto de vida, este texto busca abordar este concepto desde un enfoque 
que tenga mayor amplitud, que considere otros factores para cuantificar el 
monto de forma no monetaria. Por tal motivo, se sugiere que las personas 
funcionarias públicas involucradas en los procesos para procurar justicia, 
durante la recopilación de evidencia, ordenen la realización de peritajes a cargo 
de personal especializado que establezca un diálogo con las víctimas y que, 
la lectura de los resultados de dichos estudios sea guiada, al menos, por las 
siguientes dos preguntas: ¿cuáles eran tus sueños, esperanzas y expectativas 
en el largo plazo antes del hecho victimizante?, ¿cómo han cambiado estas 
expectativas y/o proyectos, en el ámbito personal, laboral, educativo o 
comunitario, después de la experiencia de violencia que sufriste? (Véase en 
Imagen 2). Esta conversación, realizada por una persona especialista, debe 
basarse en una escucha plena y sin emitir juicios de valor. De igual manera, 
el o la servidora pública, al momento de analizar la información obtenida, 
debe evitar evaluar el proyecto de vida de la víctima a partir de sus propias 
expectativas o ideas de cómo debería ser el trayecto de una persona. 

Posteriormente, el personal del sistema de justicia debe analizar cuáles son las 
acciones que el Estado tiene que efectuar para reparar el cambio al proyecto 
de vida por el hecho violento, sin importar si estas son monetarias o no. Las 
acciones pueden ser, de manera enunciativa pero no limitativa, ayudar a la 
incorporación en programas sociales, brindar becas educativas o programas 
de educación especializada, ofrecer servicios financieros y legales, brindar 
capacitación laboral, entregar una indemnización, o una combinación de 
algunas de ellas. Este último punto es clave para reconocer que el desarrollo 
de la vida no se limita a un sólo ámbito, sino que consiste y se nutre de la 
interconexión que tienen diferentes rubros en la vida cotidiana. En el caso de 
que la autoridad valore una indemnización, ésta no puede ser igual al lucro 
cesante y debe partir de un análisis de los costos que las personas víctimas 
han erogado para adaptar su vida después del hecho victimizante.

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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Conclusiones

El contexto que atraviesa México ha estado marcado por frecuentes 
violaciones a derechos humanos, situación que dificulta avanzar en la garantía 
y la protección de los derechos de las víctimas. Entre los diversos retos que 
se enfrentan, el cálculo de la reparación integral del daño es un campo en el 
que aún los estándares internacionales se encuentran en construcción. No 
obstante, los precedentes dejados por la CoIDH son una de las bases para 
cumplir con la obligación convencional y constitucional de reparar el daño. 

Con este fin, la incorporación de la perspectiva de género y la realización de 
análisis diferenciados son herramientas necesarias para atender cabalmente 
los casos. Estos enfoques ayudan a visibilizar el contexto en el que se desarrolló 
la persona víctima y permiten identificar la existencia de factores de riesgo de 
discriminación, como la pertenencia a algún grupo históricamente vulnerado. 
Las instituciones encargadas de la procuración o administración de justicia en 

La persona servidora pública pregunta a la víctima: La persona servidora pública ofrece una 
combinación de las siguientes medidas:

¿Cuáles eran sus sueños, esperanzas y/o proyectos a 
largo plazo antes del hecho victimzante?

La persona servidora pública ofrece una combinación de las 
siguientes medidas:

Inscripción a programas públicos sociales.

Beca o programas educativos especiales.

Capacitación laboral.

Servicios financieros.

Indemnización monetaria.

Otros servicios dependiendo del caso.

Estimación del proyecto de vida

1

¿Cómo han cambiado dichas expectativas y/o proyectos, 
en el ámbito personal, laboral, educativo o comunitario?

2

Análisis sin prejuicio 
o valoración moral

Fuente: Elaboración propia, 2022.

Imagen 2.Diagrama de estrategias para la valoración del daño al 

proyecto de vida.
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el Estado mexicano se aproximarán a una noción realmente reparadora, que 
pretenda subsanar la violación a derechos de la que fue objeto la persona, 
en la medida en que se alleguen de las herramientas mencionadas para la 
resolución de los asuntos a su cargo.

Como se ha argumentado, la persona debe ser el centro en el proceso de 
reparación integral. Es preciso considerar el testimonio y las necesidades 
de las víctimas, tomando en cuenta, a la vez, las limitaciones objetivas en 
las que se encuentran para acreditar las afectaciones que resintieron como 
producto del hecho victimizante. A partir del caso de Kenya Cuevas, en este 
texto se han propuesto elementos útiles para estimar el lucro cesante y daño 
al proyecto de vida, partiendo del reconocimiento de que cada víctima es 
distinta, de ahí la relevancia de integrar el enfoque diferenciado. 

El artículo también espera ser una provocación para que las autoridades 
exploren nuevos horizontes que les permitan garantizar, en el ámbito de sus 
competencias, la reparación integral del daño. Por ello, se invita a todas las 
personas, pero especialmente a las y los servidores públicos que procuran 
justicia, a pensar las medidas de compensación más allá de lo monetario 
y considerar acciones que busquen la efectiva reintegración plena de la 
persona, en el plano individual y comunitario. 

De igual manera, se recomienda que las autoridades se nutran de información 
recabada por especialistas en la materia. Para ello, las instituciones de 
justicia y atención a víctimas deben evitar realizar valoraciones basadas en 
creencias o estereotipos y, por el contrario, deben solicitar la realización de 
pruebas periciales especializadas que permitan documentar y entender el 
impacto de un hecho victimizante en la vida de la persona que lo resiente, 
así como echar mano de los recursos e información existente que ha sido 
producida por instituciones o, incluso, por organismos de derechos humanos 
y organizaciones de la sociedad civil.

¿Cómo se repara integralmente el daño con perspectiva de género?
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LA REPARACIÓN DEL DAÑO A TRAVÉS 
DE LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS 
DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 
EN MATERIA PENAL
  AMELIA ZETINA PINELO1

RESUMEN
El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (CPEUM) estipula como un derecho humano la 
facultad que tiene la población de recurrir a los mecanismos 
alternativos de solución de controversias (MASC), como una 
forma de acceso a la justicia pronta y expedita. Su implementación 
se realizó en consonancia con la del sistema de justicia penal de 
corte acusatorio.

En materia penal, la priorización de los MASC tiene como objetivo 
evitar el desgaste psico-emocional para las personas que son 
víctimas u ofendidas por la comisión de un hecho que la ley señala 

1 Licenciada en Derecho y Maestra en Derecho con opción en laboral por la Universidad Autónoma de 
Yucatán, Especialista en Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en el Sistema Penal 
Acusatorio y en el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, actualmente en vías de 
titulación de la Especialidad en Derecho Penal por la Escuela Libre de Derecho. Su carrera profesional 
se ha desarrollado primordialmente en el ámbito de procuración de justicia, como personal operativo 
en las agencias del Ministerio Público del Fuero Común, incorporándose posteriormente al Órgano 
de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en el que obtuvo la Certificación como 
Facilitadora, así como el Certificado para el ejercicio de funciones como Facilitadora, otorgado por 
el Poder Judicial del Estado de Yucatán. Posteriormente, incursionó en el ámbito de procuración de 
justicia en el fuero federal, en donde obtuvo la certificación como Facilitadora Penal Federal y más 
tarde la especialización para aplicar los Mecanismos Alternativos en el Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes, avaladas por el Órgano Especializado de Mecanismos Alternativos de 
Solución de Controversias, Institución en la que se ha mantenido hasta la fecha actual, fungiendo como 
Facilitadora Federal, Directora de Área y, actualmente, en el cargo de Directora General Adjunta del 
mismo Órgano. 
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como delito; proporcionar a las partes en controversia asistencia 
especializada y procurar una pronta reparación del daño.

Entre las ventajas de los mecanismos alternativos, se puede 
mencionar que se presta mayor atención a los intereses y ne-
cesidades de las partes involucradas, en especial, de la persona 
que haya sido víctima u ofendida de un delito, pues se propicia 
un papel más activo para determinar la reparación del daño a 
través del diálogo en un entorno privado y confidencial que le 
permite expresarse en un ambiente de respeto. 

Palabras clave:  
Reparación del daño, mecanismos alternativos de solución de 
controversias, acuerdo reparatorio, perspectiva de género.

ABSTRACT

Article 17 of the Political Constitution of the United Mexican Sta-
tes (CPEUM) stipulates that alternate settlement of dispute me-
chanisms is a human right granted to the population as a form to 
access prompt and expeditious justice. Its implementation was 
carried out in line with the implementation of the Mexican Ad-
versarial Procedural System.

In criminal matters, prioritization of Alternate Settlement of Dis-
pute Mechanisms is aimed at avoiding psycho-emotional ex-
haustion for people who are victims or offended parties becau-
se of the commission of conduct criminally defined as a crime, 
to provide the parties under controversy with specializ ed assis-
tance and to seek prompt redress of the damage.

Among the advantages of the Alternate Mechanisms, it can be 
mentioned that greater attention is paid to the interests and 
needs of the parties involved, especially to the person who has 
been the victim or offended party because of the commission of 
a crime, since a more active role is encouraged to determine the 
redress of the damage through dialogue in a private and confi-
dential environment that allows them to express themselves in 
an respectful environment.

La reparación del daño a través de los mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal
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Keywords: 
Redress of damage, alternate settlement of dispute mechanisms, 
redressing settlement, gender perspective.

1. Antecedentes, bases y principios de los mecanismos 
alternativos de solución de controversias en materia penal

Los MASC en materia penal fueron contemplados por primera vez en la CPEUM 
mediante la reforma constitucional en materia de justicia penal y seguridad 
del año 20082, estableciendo que a través de ellos deberá asegurarse la 
reparación del daño.

Acorde con lo anterior, en 2013, el Congreso de la Unión fue facultado para 
expedir una legislación única que fundamentara la operación de dichos 
mecanismos, por lo que el 29 de diciembre de 2014 se publicó la Ley Nacional 
de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia Penal 
(LNMASCMP), cuyas disposiciones “tienen por objeto establecer los principios, 
bases, requisitos y condiciones de los mecanismos alternativos de solución 
de controversias en materia penal que conduzcan a las Soluciones Alternas 
previstas en la legislación procedimental penal aplicable” (LNMASCMP, art. 1). 

Para una mayor comprensión de cómo se acuerda la reparación del daño a 
favor de las víctimas y/o partes ofendidas de un delito a través de los MASC 
en materia penal, es importante abordar brevemente sus bases, principios y 
desarrollo, como se expone a continuación.

De conformidad con la LNMASCMP, los MASC en materia penal: 

tienen como finalidad propiciar, a través del diálogo, la solución de las controversias 
que surjan entre miembros de la sociedad con motivo de la denuncia o querella 
referidos a un hecho delictivo, mediante procedimientos basados en la oralidad, la 
economía procesal y la confidencialidad (LNMASCMP, art. 1).

2  Para mayor información sobre este tema se puede consultar la Guía de consulta sobre la Reforma 
Constitucional de Seguridad y Justicia, disponible en http://biblioteca.diputados.gob.mx/janium/bv/
hcd/lx/refcons_segjus_gc.pdf 
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La reparación del daño a través de los mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal

Estos tres aspectos se concatenan entre sí, y con los principios rectores 
previstos en dicho ordenamiento legal. Con base en ellos, todo lo que sea 
expuesto en las sesiones de los mecanismos por parte de las personas 
intervinientes se realiza únicamente de manera oral y no deberá llevarse un 
registro documental de lo manifestado, para que el contenido de las sesiones 
no sea reproducido posteriormente. 

La oralidad ayuda a cumplir tanto la economía procesal, como el principio 
de confidencialidad, establecido en la Ley. Otro elemento importante para 
garantizar la confidencialidad es que el espacio donde se lleven a cabo las 
sesiones sea un lugar privado, en el que únicamente se encuentren las personas 
intervinientes en la controversia penal, a efecto de que se sientan con la libertad 
de dialogar libremente sin ser escuchadas u observadas por personas ajenas 
a la controversia. De igual manera, es importante que la persona que facilita la 
sesión sea una persona ajena a la investigación o al procedimiento penal, con el 
objetivo de garantizar la imparcialidad en el proceso.

En este punto, es importante hacer una acotación pertinente, no siempre 
es fácil que las partes intervinientes dialoguen directamente entre ellas, o 
que exista apertura desde un inicio para exponer su historia, afectaciones, 
sentimientos y pensamientos; por tal motivo, deben estar acompañadas 
de una persona ajena a la controversia que facilite su participación en el 
mecanismo alternativo, que cuente con un entrenamiento especializado y 
un perfil adecuado para ayudar a las partes involucradas a comunicarse. Por 
tanto, la persona facilitadora debe tener conocimientos teóricos–prácticos 
en teoría del conflicto y teoría de la comunicación, mismos que le serán de 
utilidad para ayudar a las partes a dialogar asertivamente, complementando 
su capacitación con la pertinente en materia de género, que le permita 
identificar si existe discriminación, desigualdad y exclusión hacia las personas. 

En lo que respecta a sus principios rectores, los MASC se fundamentan en 
siete: voluntariedad, información, confidencialidad, flexibilidad y simplicidad, 
imparcialidad, equidad y honestidad. Debe garantizarse que estos principios se 
cumplan durante todo el proceso. Así pues, para una mayor comprensión del 
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desarrollo de los mecanismos alternativos, a continuación, se hace una breve 
explicación de los que se consideran más relevantes para fines de este artículo. 

a) Voluntariedad: Este es el principio rector más importante, pues no es 
posible iniciar la aplicación de un mecanismo alternativo si la víctima y la 
persona imputada no aceptan participar en él, basta que una de las partes no 
lo desee para que no se lleve a cabo, ya que como lo señala la normatividad: 
“la participación de los intervinientes deberá ser por propia decisión, libre de 
toda coacción y no por obligación” (LNMASCMP, art. 4). 

La voluntariedad también se materializa cuando la víctima y la persona 
imputada deciden en cuál etapa del procedimiento penal es el momento 
idóneo para participar en un mecanismo alternativo; debiendo estar presentes 
durante todo el desarrollo del mecanismo.  Al respecto, cabe señalar que las 
partes podrán acceder a dichos procesos desde el inicio del procedimiento 
penal y hasta antes de dictado el auto de apertura a juicio, en caso de tratarse 
del sistema acusatorio, y hasta antes de que se formulen conclusiones, en 
el sistema tradicional (LNMASCMP, art. 6); no obstante, cualquiera de las 
personas intervinientes o ambas, pueden decidir no continuar y dar por 
concluida su participación en cualquier momento durante el proceso. 

Este principio se concatena con el de información, pues las partes de una 
controversia deben tener conocimiento sobre este proceso para decidir su 
participación en él. Así pues, una vez concluidas las sesiones, las partes 
deciden si concretan un acuerdo bajo los términos que ellas consideren 
convenientes, mismo que debe ser de mutuo consentimiento y con plena 
comprensión de los alcances y efectos de su cumplimiento e incumplimiento, 
o en su defecto, pueden decidir que no es factible llegar a dicho acuerdo y 
dar por concluida su participación. 

Al margen de este principio, cabe hacer énfasis en que no en todos los asuntos 
en los que sea procedente y oportuna la aplicación de los mecanismos se 
puede recurrir a ellos, en virtud de que dichos procedimientos son voluntarios 
y cada persona  es diferente, con necesidades e intereses distintos, por 
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eso, son las partes involucradas las que deben decidir si los mecanismos 
alternativos representan el camino adecuado para satisfacer sus necesidades 
e intereses, así como para finalizar la controversia penal de la cual son parte. 

b) Información: “deberá informarse a los Intervinientes, de manera clara y 
completa, sobre los mecanismos alternativos, sus consecuencias y alcances” 
(LNMASCMP, art. 4, fr. II). 

Como lo ha mencionado el Poder Judicial de la Federación, el acceso a los 
mecanismos alternativos es un derecho humano, toda víctima o persona 
imputada debe saber si la controversia que le atañe es susceptible de 
resolverse a través de estos (2013).

Este derecho, así como el derecho a la reparación de daño, también se 
encuentra plasmado en la Ley General de Víctimas. Sobre los MASC, dicho 
ordenamiento establece la prerrogativa de éstas de “tomar decisiones 
informadas sobre las vías de acceso a la justicia o mecanismos alternativos” 
(LGV, artículo 7); asimismo, estipula que: 

Las víctimas tendrán derecho a optar por la solución de conflictos conforme a 

las reglas de la justicia alternativa, a través de instituciones como la conciliación 

y la mediación, a fin de facilitar la reparación del daño y la reconciliación de las 

partes y las medidas de no repetición.

No podrá llevarse la conciliación ni la mediación a menos de que quede 

acreditado a través de los medios idóneos, que la víctima está en condiciones 

de tomar esa decisión (LGV, art. 17).

Por otra parte, el Código Nacional de Procedimientos Penales señala que entre 
los derechos de la víctima se encuentran el de participar en los mecanismos 
alternativos de solución de controversias y el derecho a que se le garantice 
la reparación del daño durante el procedimiento en cualquiera de las formas 
previstas en dicho ordenamiento legal (CNPP, art. 109).

c) Confidencialidad:

La reparación del daño a través de los mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal



88 Serie Género y Procuración deJusticia

Unidad de Igualdad de Género

 
La información tratada no deberá ser divulgada y no podrá ser utilizada en 

perjuicio de las partes intervinientes dentro del proceso penal, salvo que se 

trate de un delito que se esté cometiendo o sea inminente su consumación y 

por el cual peligre la integridad física o la vida de una persona, en cuyo caso, 

el personal facilitador lo comunicará al Ministerio Público para los efectos 

conducentes (LNMASCMP, art. 4, fr. III). 

Anteriormente, se ha señalado la importancia de la confidencialidad en los 
mecanismos alternativos, por tanto, para complementar lo mencionado se 
destaca que, cuando las partes intervinientes de una controversia penal 
dialogan en un espacio neutral y de manera confidencial, es más factible que 
las personas protagonistas de un conflicto profundicen en su narración y, de 
manera más honesta, externen sus emociones, sentimientos y pensamientos, 
así como sus posiciones, intereses y necesidades. 

Un diálogo bajo la protección de la confidencialidad será más sustancioso y 
sincero que uno realizado en presencia de una autoridad ministerial o judicial. 
Aunado a lo anterior, es común que las partes de un conflicto se sientan 
en libertad de dialogar honestamente cuando están seguros de que lo 
mencionado no será usado en su contra en el proceso en caso de que no se 
concrete un acuerdo entre ellas -salvo las excepciones previstas en la Ley-.

d) Equidad: “los mecanismos alternativos propiciarán condiciones de equilibrio 
entre los Intervinientes” (LNMASCMP, art. 4, fr. VI). De acuerdo con Bardales 
(2011), estas condiciones de equilibrio deberán conducir a la obtención de 
acuerdos recíprocamente satisfactorios y duraderos; por lo que en todo 
momento el personal facilitador debe crear condiciones de igualdad.

Por su parte, Jiménez (2016) menciona que durante la aplicación del 
mecanismo alternativo, el personal facilitador será el que pueda equilibrar 
la balanza para que ésta se mantenga en un punto medio y no tienda hacia 
alguna de las partes. Este principio también implica que el personal facilitador 
verifique previamente que ambas partes pueden participar en las mismas 
condiciones, tomando en cuenta su situación social o relación de poder. 
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En consonancia, entre las obligaciones del personal facilitador se encuentra 
la de velar que las personas intervinientes no sean sujetas de algún tipo 
de discriminación motivada por origen étnico o nacional, género, edad, 
discapacidades, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, 
preferencias (u orientaciones) sexuales, estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar 
los derechos y libertades de las personas (CNPP, art. 10). En caso de que 
se encuentren las condiciones o circunstancias señaladas anteriormente, la 
atención que se brinde debe garantizar la igualdad entre las partes sobre la 
base de la equidad en el ejercicio de sus derechos, misma que no solo debe 
ser  formal o normativa, sino a través de un enfoque diferencial y especializado, 
es decir, las personas facilitadoras deben llevar a cabo los ajustes pertinentes 
en consideración al mayor riesgo de exclusión de las personas intervinientes 
en la aplicación de los mecanismos alternativos. 

En razón de lo anterior, aunque la ley en la materia no menciona a la 
perspectiva de género, este principio es base primordial para aplicación de 
los mecanismos, como veremos más adelante.

2. Procedencia, oportunidad y desarrollo de los mecanismos 
alternativos de solución de controversias

En materia penal federal, los mecanismos alternativos son aplicables en 
el Sistema Penal Acusatorio, en el Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes, en el Sistema Tradicional y en la etapa de Ejecución Penal.

A continuación, se precisan los tipos de delitos procedentes para la aplicación 
de mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal 
y los ordenamientos que los regulan. Para los fines de este artículo cabe 
señalar que tres de estos cuatro ordenamientos prohíben la aplicación de los 
MASC en delitos de violencia familiar o sus equivalentes: 

La reparación del daño a través de los mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal
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Respecto al momento procesal oportuno para la aplicación de los mecanismos 
alternativos en materia penal, toda vez que varía en atención al resultado 
o tipo de acuerdo que se desea alcanzar a través de ellos, se muestra el 
siguiente cuadro comparativo:

Tabla 1: Comparativo de delitos procedentes para la aplicación de los 

MASC

Sistema Penal Acusatorio Sistema Tradicional Sistema Integral de Justicia 
para Adolescentes Ejecución de penas

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 187 CNPP)

•Delitos que se persiguen por 
querella, por requisito equivalente 
de la parte ofendida o que admiten 
el perdón de la víctima o el 
ofendido.

•Delitos culposos.

•Delitos patrimoniales cometidos 
sin violencia sobre las personas.

No procederán cuando se trate de 
delitos de violencia familiar o sus 
equivalentes en las entidades 
federativas.

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 112 Bis CFPP)

•Delitos que se persiguen por 
querella o requisito equivalente de 
parte ofendida.

•Delitos culposos.

•Delitos patrimoniales cometidos 
sin violencia sobre las personas.

No procederán cuando se trate de 
delitos de violencia familiar.

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 95 del LNSIJPA)

Procederán en los casos en que se 
atribuyan hechos previstos como 
delitos, en los que no procede la 
medida de sanción de 
internamiento de conformidad con 
la LNSIJPA.

No procederán en el delito de 
violencia familiar o su equivalente 
en las entidades federativas.

Acuerdo de Reparación del Daño
(Arts. 198 y 202 LNEP)

Los procesos de mecanismos 
alternativos y de justicia 
restaurativa serán procedentes 
para todos los delitos.

Suspensión Condicional del 
Proceso

 (Art. 192 CNPP)

Que el auto de vinculación a 
proceso del imputado se haya 
dictado por un delito cuya media 
aritmética de la pena de prisión no 
exceda de cinco años.

Suspensión Condicional del 
Proceso

(Art. 100 LNSIJPA)

Que se haya dictado auto de 
vinculación a proceso por hechos 
previstos como delito en los que no 
procede la medida de sanción de 
internamiento establecida en la 
LNSIJPA.

Acuerdo de Mediación 
Penitenciaria

(Art. 206 LNEP)

Procede en todos los conflictos 
inter-personales entre personas 
privadas de la libertad o entre ellas 
y el personal penitenciario derivado 
del régimen de convivencia.

Tabla 1: Comparativo de delitos procedentes para la aplicación de los MASC
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Tabla 2: Comparativo del requisito de oportunidad para la aplicación 

de los MASC.

* * *

Sistema Penal Acusatorio Sistema Tradicional
Sistema Integral de 

Justicia para Adolescentes

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 188 CNPP)

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 112 Bis CFPP)

Acuerdo Reparatorio (De manera 
supletoria se aplica lo previsto en el 

Art. 188 del CNPP)

Acuerdo de Reparación del Daño
(Arts. 198 y 202 LNEP)

Desde la presentación de la denuncia o querella, 
hasta antes que se haya dictado el auto de 
apertura a juicio

Procederán hasta antes que se formulen las 
conclusiones.

Desde la presentación de la denuncia o querella 
hasta antes que se haya dictado el auto de 
apertura a juicio.

Podrán ser aplicados a partir de la emisión de 
sentencia condenatoria. 

Suspensión Condicional del Proceso
 (Art. 193 CNPP)

Suspensión Condicional del Proceso
(De manera supletoria se aplica lo 

previsto en el Art. 193 CNPP

Acuerdo de Mediación Penitenciaria
(Art. 206 LNEP)

Podrá solicitarse una vez dictado el auto de 
vinculación a proceso, hasta antes de acordarse 
la apertura de juicio. 

Podrá solicitarse una vez dictado el auto de 
vinculación a proceso, hasta antes de acordarse 
la apertura de juicio. 

Procede en todos los conflictos inter-personales 
entre personas privadas de la libertad o entre 
ellas y el personal penitenciario derivado del 
régimen de convivencia.

Ejecución de penas

Tabla 2: Comparativo del requisito de oportunidad para la aplicación de los MASC

Es necesario subrayar que los acuerdos concretados a través de los MASC 
en materia penal pueden ser diversos, pero todos tienen como objeto la 
reparación del daño a la víctima o persona ofendida. Como se señaló en 
la tabla anterior, los mecanismos alternativos pueden ser aplicados antes 
de la sentencia con el fin de concretar alguna salida alterna, o después de 
ésta, y dependiendo de lo anterior, los acuerdos resultantes de estos serán 
diferentes, como se explica en el siguiente comparativo:

Sistema Penal Acusatorio

Tabla 3: Tipos de resultado en la aplicación de los MASC

Sistema Tradicional Sistema Integral de Justicia 
para Adolescentes Ejecución de penas

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 186 CNPP)

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 112 Bis CFPP)

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 95 LNSIJPA)

Acuerdo de Reparación del Daño
(Arts. 198 y 202 LNEP)

Propuesta de Plan de 
Reparación 

(Art. 191 CNPP)

Propuesta de Plan de 
Reparación 

(Art. 101 LNSIJPA)

Acuerdo de Mediación 
Penitenciaria

(Art. 206 LNEP)

No aplica

Tabla 3: Tipos de resultado en la aplicación de los MASC

La reparación del daño a través de los mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal

Por último, en la siguiente tabla se identifica cuáles mecanismos alternativos 
o procesos restaurativos pueden ser aplicables en cada uno de los sistemas:
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Tabla 4: Comparativo de tipos de mecanismos alternativos aplicables.

Sistema Acusatorio Sistema Tradicional Sistema Integral de Justicia 
para Adolescentes

Ejecución de penas
Acuerdo de reparación 

del daño

Mediación
(Arts. 21 a 24 LNMASCMP)

Mediación
(Arts. 21 a 24 LNMASCMP)

Mediación
(Arts. 85 a 87 LNSIJPA)

Mecanismos Alternativos y 
Procesos Restaurativos
(Arts. 198 y 202 LNEP)

Conciliación
(Arts. 25 y 26 LNMASCMP)

Procesos Restaurativos

•Reunión de la víctima con la 
persona adolescente 
(Art. 90 LNSIJPA).

•Junta Restaurativa 
(Art. 91 LNSIJPA).

•Círculos 
(Art. 92 LNSIJPA).

Mediación Penitenciaria
(Art. 206 LNEP)

Conciliación
(Arts. 25 y 26 LNMASCMP)

Junta Restaurativa
(Arts. 27 a 29 LNMASCMP)

Junta Restaurativa
(Arts. 27 a 29 LNMASCMP)

Tabla 4: sdsa

Es importante aclarar que cada uno de los mecanismos alternativos y 
procesos restaurativos señalados en la tabla anterior tienen características y 
desarrollos diferentes; por lo que es el personal facilitador quien selecciona 
cuál es el adecuado en relación con el tipo de controversia, las características 
de las víctimas o personas ofendidas, si existe desequilibrio de poder entre 
las partes, si alguna de las personas intervinientes se encuentra en una 
condición de vulnerabilidad, el número de partes intervinientes, el tipo de 
daño causado y la gravedad de éste, entre otras circunstancias.

En lo que respecta al desarrollo de los MASC, como se estableció en líneas 
precedentes, estos deben llevarse a cabo con base en los principios de 
voluntariedad, confidencialidad, honestidad e imparcialidad; y en un espacio 
donde las personas intervinientes de un conflicto puedan dialogar respecto 
a lo acontecido, abordando la narración desde la visión de cada una, en el 
entendido de que aceptaron participar de manera voluntaria porque existe un 
conflicto derivado de un delito, y quieren explorar la posibilidad de resolverlo 
de manera alternativa al proceso.
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Una vez que las partes intervinientes han platicado acerca de lo acontecido, 
cómo les ha afectado, cómo se han sentido y lo que han pensado, es decir, 
que se ha explorado el conflicto desde el punto de vista legal y personal, se 
pueden identificar cuáles son los intereses y las necesidades de cada una, 
para que una vez que estas sean reconocidas, las personas involucradas se 
encuentren en condiciones de comenzar a explorar las posibles soluciones 
del conflicto, abordando, particularmente, la forma de reparar el daño a la 
víctima o persona ofendida.

Después del diálogo, las personas intervinientes, en el libre ejercicio de su 
autonomía, construyen y proponen opciones de solución a la controversia, 
es decir, de reparación del daño, con el fin de alcanzar una que satisfaga sus 
necesidades, conforme a sus posibilidades. 

Únicamente en la conciliación es posible que el personal facilitador proponga 
alguna alternativa de solución basándose en criterios objetivos, pero solo si 
las partes no logran concretar un acuerdo por sí solas y durante el desarrollo 
de la sesión se advierte en ambas el deseo de solucionar la controversia, y 
si existen las condiciones para plantear la solución; sin embargo, es decisión 
de las partes intervinientes determinar si aceptan la propuesta de la persona 
facilitadora o no.

3. El acuerdo reparatorio, una forma de solución alterna

En el ámbito penal federal, la aplicación de la mayoría de los mecanismos 
alternativos se encuentra relacionada con la salida alterna del acuerdo reparatorio, 
por tal motivo, se ahondará en esta figura, a fin de entender las formas posibles 
de reparar el daño a las víctimas de un delito, por medio de estos.

El CNPP define los acuerdos reparatorios como “aquéllos celebrados entre 
la víctima u ofendido y el imputado que, una vez aprobados por el Ministerio 
Público o el Juez de control y cumplidos en sus términos, tienen como efecto 
la extinción de la acción penal” (art. 186). 
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Tipo de obligación

Dar
Es la obligación más recurrente. Generalmente, consiste en la entrega de determinada cantidad de dinero, en efectivo, por transferencia, 
cheque o, cuando es pertinente, a través de descuentos vía nómina; esto último ocurre cuando la parte imputada es empleada de alguna 
dependencia (que suele ser la parte ofendida); también es recurrente dar alguna cosa, ya sea en reposición de lo dañado o sustraído.

Hacer

No hacer

Esta es una de las obligaciones que da lugar a una gran posibilidad de variantes, por ejemplo, reparar o construir algo, tomar y/o dar pláticas 
de sensibilización en algún tema en particular; ofrecer alguna disculpa pública o privada, entre otras.

Dejar de reproducir cierta obra o no replicar alguna fórmula patentada.

Características

Tabla 5: Tipos de obligaciones pactadas para la reparación del daño
Tabla 5: Tipos de obligaciones pactadas para la reparación del daño

La LNMASCMP lo describe como “el celebrado entre las partes intervinientes, 
el cual pone fin a la controversia total o parcialmente y surte los efectos 
que establece la misma Ley” (art. 3, fr. I). Este acuerdo es el resultado de un 
mecanismo alternativo que concluye con una solución mutuamente acordada 
por las partes intervinientes. El acuerdo se debe plasmar por escrito y deberá 
cumplir con los requisitos establecidos en el referido ordenamiento legal.

Los acuerdos reparatorios pueden ser de cumplimiento inmediato o diferido. 
En los primeros, la reparación del daño se efectúa en el mismo acto en el 
que se suscribe el acuerdo, estableciendo por escrito que ambas partes 
acordaron los aspectos que constituyen la reparación del daño y sus términos, 
los cuales se han cumplido previamente o se cumplen en ese instante, y que 
ambas partes se encuentran satisfechas. 

Los acuerdos de cumplimiento diferido son aquellos en los que las partes 
intervinientes convienen obligaciones que, por su tipo, no es factible concretar 
al momento de la suscripción o porque las partes no están en posibilidades 
de cumplirlas de manera inmediata. 

Este tipo de acuerdos deberán contener una descripción precisa de las 
obligaciones de dar, hacer o no hacer, que hubieran acordado las personas 
intervinientes y, en su caso, terceras personas civilmente obligadas, así como 
la forma y tiempo en que estas deberán cumplirse. El plazo no se puede 
postergar a más de tres años de conformidad con la normatividad aplicable 
en la materia. A continuación, se dan algunos ejemplos recurrentes de cada 
uno de esos tipos de obligaciones pactadas para la reparación del daño:
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De lo anterior, es posible advertir que el daño causado a la víctima o persona 
ofendida puede ser material o moral. En lo concerniente al daño material, se 
hace referencia a un menoscabo sufrido en el patrimonio de la víctima, en 
tanto que el daño moral, se refiere a la afectación que la víctima sufre en sus 
sentimientos, reputación, vida privada, afectos, honor, decoro o creencias. 

En este tenor, es necesario volver a enfatizar que la justicia alternativa tiene 
entre sus principales objetivos la pronta reparación del daño ocasionado, 
no limitándose al aspecto económico o puramente material, sino también 
tomando en consideración el daño moral, que se encuentra en el mismo 
rango de importancia que el económico. 

Las obligaciones pactadas en un acuerdo reparatorio pueden ser tan diversas 
como las partes acuerden. Por ejemplo, el artículo 29 de la LNMASCMP 
establece que la reparación del daño derivada de una junta restaurativa 
podrá comprender lo siguiente:

I. El reconocimiento de responsabilidad y la formulación de una disculpa a la 

víctima u ofendido en un acto público o privado, de conformidad con el Acuerdo 

alcanzado por los intervinientes, por virtud del cual el imputado acepta que su 

conducta causó un daño; 

II. El compromiso de no repetición de la conducta originadora de la controversia y 

el establecimiento de condiciones para darle efectividad, tales como inscribirse 

y concluir programas o actividades de cualquier naturaleza que contribuyan 

a la no repetición de la conducta o aquellos programas específicos para el 

tratamiento de adicciones; 

III. Un plan de restitución que pueda ser económico o en especie, reparando 

o reemplazando algún bien, la realización u omisión de una determinada 

conducta, la prestación de servicios a la comunidad o de cualquier otra forma 

lícita solicitada por la víctima u ofendido y acordadas entre los Intervinientes en 

el curso de la sesión.
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Tabla 6: Comparativo de causas de improcedencia para el

Acuerdo Reparatorio.

Sistema Acusatorio 
(Art. 187 CNPP)

Sistema Tradicional 
(Art. 112 Bis CFPP)

Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes 

  (Art. 95 y 96 LNSIJPA

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 188 CNPP)

Acuerdo Reparatorio 
(Art. 112 Bis CFPP)

Acuerdo Reparatorio (De manera 
supletoria se aplica lo previsto en el 

Art. 188 del CNPP)

No procederán en los casos en que el imputado 
haya celebrado anteriormente otros acuerdos 
por hechos que correspondan a los mismos 
delitos dolosos.

En los casos en que la persona imputada haya 
celebrado anteriormente otros acuerdos por 
hechos de la misma naturaleza jurídica, salvo 
que hayan transcurrido cinco años de haber 
dado cumplimiento al último acuerdo 
reparatorio.

Delitos en los que procede la medida de sanción 
de internamiento, de conformidad con el artículo 
164 de la LNSIJPA.

No procederán cuando se trate de delitos de 
violencia familiar o sus equivalentes en las 
entidades federativas.

Tabla 6: Comparativo de causas de improcedencia para el Acuerdo Reparatorio.

Una de las principales características de los acuerdos reparatorios en el 
Sistema Penal Acusatorio y en el Sistema Tradicional es que las personas 
no pueden suscribir una cantidad ilimitada de acuerdos cuando se trata de 
delitos dolosos, toda vez que existen condiciones que se deben cumplir para 
que una persona imputada tenga el derecho a suscribir uno, como se explica 
en la siguiente tabla:

Los acuerdos reparatorios tienen un control muy importante, pues una 
vez que se suscriben, el personal facilitador debe solicitar la aprobación 
de este a la autoridad ministerial o judicial que canaliza el asunto. A nivel 
federal, los acuerdos reparatorios son regulados por el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes y por el Código Federal de Procedimientos Penales. 

La autoridad competente, de manera previa a la aprobación del acuerdo 
reparatorio, debe verificar que las obligaciones que se contraen no resulten 
notoriamente desproporcionadas, que las partes intervinientes estuvieron 
efectivamente en condiciones de igualdad para negociar y que no hayan 
actuado bajo condiciones de intimidación, amenaza o coacción. En atención a 
lo anterior, el personal facilitador debe informar y procurar que la reparación 
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del daño pactada entre la víctima y la persona imputada sea proporcional al 
daño ocasionado.
 
Cuando las partes intervinientes pactan un acuerdo reparatorio con 
obligaciones de cumplimiento diferido, el trámite del proceso se suspende. 
Si la persona imputada incumple las obligaciones pactadas, se continua el 
procedimiento penal. La LNMASCMP (2014) también dispone que, en caso de 
cumplimiento parcial de contenido pecuniario, éste será tomado en cuenta 
por el ministerio público para efectos de la reparación del daño.

Cuando exista un estatus de incumplimiento al acuerdo alcanzado por las 
personas intervinientes se podrá realizar una reunión de revisión, siempre y 
cuando estén de acuerdo en participar de manera voluntaria, puesto que el 
principio de la voluntariedad rige desde el inicio hasta el fin del procedimiento. 

En dicha reunión se revisará la justificación de los motivos por los que se 
ha producido el incumplimiento y, en su caso, las personas intervinientes 
podrán pactar las modificaciones que resulten satisfactorias para ellas 
sin afectar la efectiva reparación del daño. Sin embargo, no en todos los 
casos de incumplimiento se considerará realizar una reunión de revisión, 
por ejemplo, cuando puede existir un riesgo de revictimización o si el 
cumplimiento ya es imposible.

Cuando el acuerdo reparatorio sea incumplido, el personal facilitador 
deberá informarlo a la autoridad ministerial o jurisdiccional que lo aprobó, 
con el objeto de que se continúe con el procedimiento penal, si la víctima 
así lo decide. Por el contrario, si el acuerdo reparatorio se ha cumplido en 
los términos pactados, se deberá solicitar a dicha autoridad que apruebe su 
cumplimiento y posteriormente, esta deberá resolver sobre la extinción de la 
acción penal o el sobreseimiento del asunto, según corresponda. 
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4. La perspectiva de género en la aplicación de los mecanismos 
alternativos

Una de las obligaciones del personal facilitador que debe cumplirse a lo largo 
de todo el desarrollo del mecanismo es conducirse con base en un enfoque 
de derechos humanos. Esto implica atender el deber de respetar los derechos 
humanos de las personas intervinientes, como el de velar por ellos; más, cuando 
dichas personas pertenecen a un sector de la población en condiciones de 
vulnerabilidad o afectado por categorías sospechosas de discriminación. 

De igual forma, diversos instrumentos normativos internacionales y nacionales 
establecen la obligación de las personas servidoras públicas de aplicar otros 
enfoques coadyuvantes al de derechos humanos. Por ejemplo, la Ley de la 
Fiscalía General de la República (FGR) señala la obligación del personal de esta 
institución (incluidas las personas facilitadoras) de regir su actuar en la perspectiva 
de protección integral de los derechos de la niñez y adolescencia, el enfoque de 
igualdad y no discriminación y la perspectiva de género (LFGR, art. 4).

En cuanto a esta última, además de las definiciones que establecen las 
leyes generales para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, y la de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; en el marco normativo de la 
FGR se ha establecido que la aplicación de este enfoque implica identificar y 
evaluar aquellos asuntos en los que existan factores que produzcan impactos 
diferenciados, desventajas, discriminaciones y desigualdades, que afecten 
a las personas en el ámbito de la procuración de justicia federal, como 
metodología de análisis en todas sus actuaciones, principalmente  en aquellos 
casos en donde se detecten relaciones asimétricas, violencia, prejuicios y 
patrones de estereotipos (Código de Ética de las personas servidoras públicas 
de la Fiscalía General de la República, 2020, art. 7, inc. j).

Con base en el marco normativo que fundamenta la aplicación de esta 
perspectiva, se entiende que el personal facilitador de los mecanismos 
alternativos debe actuar libre de estereotipos y prejuicios basados en 
cualquier categoría de discriminación. Asimismo, debe ser capaz de realizar 
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un análisis adecuado del conflicto para identificar si existen situaciones de 
poder, contextos de desigualdad, discriminación o de violencia que deriven 
en un desequilibrio entre las personas intervinientes que impidan el desarrollo 
del mecanismo en condiciones de igualdad.

Por lo anterior, durante el análisis del conflicto, el personal facilitador debe 
considerar el contexto donde este surge, su desarrollo, si las personas 
involucradas tenían un tipo de relación previa y, en el supuesto afirmativo, 
qué tipo de relación era; así como las características y las condiciones de 
las personas involucradas. El análisis del contexto ayudará a entender las 
causas o motivos detrás de la controversia, así como posibles desigualdades 
estructurales y relaciones de poder presentes en ella (SCJN, 2020).

En otras palabras, se debe considerar si hay factores de género que influyeron 
en las partes intervinientes o en los hechos del caso concreto de manera que 
una de ellas se encuentre en una situación de desventaja frente a la otra; o 
si el género fue justificación para el ejercicio de mayor poder, y si lo anterior 
tiene un impacto en el caso concreto (SCJN, 2020). 

El personal facilitador deberá ser sensible a las posibles situaciones de 
vulnerabilidad y desequilibrio de poder entre las partes intervinientes 
como consecuencia del sexo o género, particularmente si alguna de 
ellas pertenece a los sectores más afectados por estas categorías de 
discriminación, es decir, mujeres o personas no heterosexuales, con 
identidades de género trans o no binarias. 

Esto no implica que se transgreda el principio de imparcialidad conduciéndose 
con favoritismo hacia una de las partes en el conflicto, por el contrario, 
garantiza la protección al principio y el derecho a la igualdad de las partes; 
además, permite aplicar el principio de equidad, referido anteriormente, como 
un acto de justicia que busca nivelar las condiciones, procurando equilibrar 
el procedimiento, a fin de que las partes intervinientes en el conflicto se 
encuentren en igualdad de circunstancias durante el desarrollo de los 
mecanismos alternativos, hasta obtener sus resultados; considerando que 
el deber de reparar, y las reparaciones, deben tomar en cuenta  el entorno 
en el que se desenvuelve la víctima, así como sus condiciones individuales 
(FLACSO, 2017). 
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En consonancia con lo anterior, la perspectiva de género debe estar presente 
en todos los asuntos para poder identificar si existen o no factores de género 
que incidan en ellos y en las partes; pero particularmente, cuando una mujer 
o persona no heterosexual o no cisgénero3  participe en los mecanismos 
alternativos, independientemente de cuál sea su intervención en el conflicto 
y del delito que haya originado la controversia. 

En este punto es indispensable hacer una importante aclaración: como se 
abordó en el apartado sobre la procedencia de los MASC, el marco regulatorio 
nacional prohíbe la aplicación de estos mecanismos específicamente en los 
casos de violencia familiar o sus equivalentes en las entidades federativas, 
cuyas víctimas son, primordialmente, mujeres, niñas y niños. 

En el ámbito internacional, el Comité y el Mecanismo encargados de dar 
seguimiento a la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) y a la 
Convención Interamericana para para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), respectivamente, 
han emitido sendas recomendaciones en las que se solicita a los Estados 
parte de estos instrumentos evitar la aplicación de mecanismos o medios 
alternativos en cualquier caso de violencia contra las mujeres.  

Específicamente, en la Recomendación General número 33 sobre el acceso 
de las mujeres a la justicia, el comité de la CEDAW sugiere que los Estados 
parte “aseguren que los casos de violencia contra las mujeres, incluida la 
violencia doméstica, bajo ninguna circunstancia se remitan a cualquiera de 
los procedimientos alternativos de solución de controversias” (CEDAW/C/
GC/33, párr. 58 c).

Posteriormente, en su Recomendación General número 35 sobre la violencia 
por razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la Recomendación 
General número 19, el Comité reitera la petición de que “la violencia por razón 
de género contra la mujer no se remita obligatoriamente a ningún tipo de 
procedimiento alternativo de arreglo de controversias, como la mediación y 
la conciliación” (CEDAW/C/GC/35, párr. 32 b).
3 “Recientemente se ha comenzado a utilizar el término “cisgénero” para las personas cuya identidad de 

género y sexo asignado al nacer son concordantes, en cambio, se le llama “persona trans” a aquella 
cuya identidad de género no concuerda con la que se asignó al nacer.” (PGR, 2018, p. 36). 
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Si bien las recomendaciones generales del Comité de la CEDAW son 
instrumentos no convencionales4, es decir, no obligatorios para el Estado 
mexicano, las preocupaciones de estas instancias en materia de aplicación 
de los MASC en casos de violencia contra las mujeres no pueden no obviarse, 
por el contrario, deben constituir una guía al evaluar esta posibilidad. 

Es necesario no perder de vista que las mismas recomendaciones generales 
de la CEDAW señalan que estos mecanismos “pueden ofrecer mayor 
flexibilidad y reducir los costos y las demoras para las mujeres que solicitan 
justicia” (CEDAW/C/GC/33, párr. 57); asimismo, reconocen que las mujeres 
deben ser informadas de su derecho a “utilizar procesos de mediación, 
conciliación, arbitraje y solución de controversias, sobre el cual tienen que 
ser informadas” (CEDAW/C/GC/33, párr. 58, inc. a). 

Por lo que, desde la autoría de este artículo, se considera que en el resto de los 
casos, que no son expresamente los señalados por el marco jurídico nacional 
(violencia familiar o sus equivalentes), más que la prohibición de aplicar 
cualquier mecanismo alternativo, es necesario garantizar que el desarrollo 
de estos se lleve a cabo desde una rigurosa aplicación de la perspectiva de 
género, para determinar, primero, qué casos son susceptibles de abordase 
por esta vía y, segundo, las condiciones en que estos deben desarrollarse. 
Como señala la Recomendación General número 35: 

El uso de esos procedimientos debe regularse estrictamente y permitirse 

únicamente cuando una evaluación anterior por parte de un equipo especializado 

garantice el consentimiento libre e informado de las víctimas y supervivientes 

y no existan indicadores de nuevos riesgos para las víctimas y supervivientes 

o sus familiares. Los procedimientos deberían empoderar a las víctimas y 

supervivientes y correr a cargo de profesionales especialmente capacitados 

para comprender e intervenir debidamente en los casos de violencia por razón 

de género contra la mujer, garantizando la protección adecuada de los derechos 

4 Las recomendaciones generales no deben confundirse con las observaciones emitidas por este mismo 
Comité como resultado de los informes de México sobre el cumplimiento de la CEDAW, que se rinden 
periódicamente (el más reciente, el séptimo y octavo consolidados, se presentó en 2018), las cuales sí 
tienen carácter obligatorio para todo el Estado mexicano. 
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de las mujeres y los niños y que dichas intervenciones se realicen sin una 

fijación de estereotipos ni revictimización de las mujeres. Los procedimientos 

alternativos de arreglo de controversias no deberían constituir un obstáculo 

para el acceso de las mujeres a la justicia formal (CEDAW/C/GC/35, párr. 32, b).

Siempre y cuando se cumplan cabalmente estas condiciones, desde la 
autoría de este artículo se observa en los MASC una oportunidad para facilitar 
a las mujeres su acceso a la justicia y, particularmente, a una reparación del 
daño basada en sus necesidades que reconozca su capacidad de agencia, no 
obstante, su calidad de víctimas.

Con este fin, la perspectiva de género, como herramienta de análisis, debe 
ser aplicada de manera transversal durante el desarrollo de los mecanismos 
alternativos, y el personal facilitador debe prestar especial atención en tres 
momentos: primero, al estudiar la controversia que es canalizada por la 
autoridad ministerial o judicial, así como las características de las partes que 
participan en ella; segundo, durante el desarrollo de las sesiones, analizando lo 
dialogado entre éstas; y tercero, durante la redacción del acuerdo concretado 
entre las personas intervinientes.

Conclusiones

Con la implementación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio en México 
se estableció la reparación del daño causado a favor de la víctima o persona 
ofendida del delito, como uno de los pilares fundamentales del proceso 
penal. En consonancia, las autoridades encargadas de la procuración y 
administración de justicia deben priorizar dicha reparación y fomentar el 
empleo de los mecanismos adecuados para la obtención de la misma. 

En la actualidad, la víctima o persona ofendida no tiene la necesidad de agotar 
todo el procedimiento penal para solucionar su problema y acceder a la 
reparación del daño, pues para ello, tiene la facultad de solicitar la aplicación 
de los mecanismos alternativos.
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RESUMEN

La atención a las víctimas, particularmente a las mujeres 
víctimas de violencia de género, y la determinación de sus 
daños y reparaciones requieren un enfoque interdisciplinario y 
multidisciplinario desde las dimensiones jurídica y social, basado 
en la victimología y la psicología, así como en la perspectiva de 
género y los enfoques interseccional, diferencial y especializado. 

Aunque existen algunas herramientas para guiar la aplicación de 
estas perspectivas, es necesario desarrollar nuevas, que permitan 
a las personas operadoras del sistema de justicia abordar cada 
caso, tomando en cuenta el contexto en que tuvo lugar.

Con este fin, una de las herramientas más útiles son los peritajes 
sociales. En el marco de estos, las autoras proponen la realización 
de peritajes de género, con el objetivo de brindar elementos 
importantes para el proceso de protección y restitución de los 
derechos de las víctimas.

Palabras clave: 
Violencia contra las mujeres, acceso a la justicia para mujeres, peritaje social, 
peritaje de género, reparación de daño.

ABSTRACT

Attention to victims, specifically to women who are gender 
violence victims, and the determination of their damages 
and redressing thereof require an interdisciplinary and 
multidisciplinary legal and social approach, based on 
victimology and psychology, as well as on gender perspective 
and intersectional, differential and specialized approaches. 

Although there are tools to guide the application of these 
perspectives, it is necessary to develop new tools to allow 
the justice system operators to address each case, taking into 
account the context in which it took place.
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To this end, one of the most useful tools is the social expert 
opinion. Within the framework of these, the authors propose 
issuance of gender expert reports, aimed at providing important 
elements for processing both protection and restitution of the 
rights of victims.

Keywords: 
Violence against women, access to justice for women, social expert 
opinion, gender expertise, redress of damages.

1. Sobre la violencia de género contra las mujeres 

Uno de los principales problemas que afecta a niñas, adolescentes y 
mujeres es la violencia de género que se ejerce contra ellas. Este fenómeno 
trasciende fronteras y, en el caso de México, es necesario reconocer su 
aumento y persistencia. 

Un ejemplo de esta son los delitos sexuales y los que tienen lugar en el ámbito 
de las relaciones familiares (en las que incluimos las de pareja) que, tal y como 
lo muestra la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 
Pública (ENVIPE) 2021, son los de mayor incidencia contra las mujeres, por lo que 
las colocan en una situación de vulnerabilidad y desigualdad.

Recordemos que históricamente las mujeres y los hombres han desempeñado 
roles y actividades en el ámbito privado y público relacionadas y supeditadas 
a su sexo biológico. Lo anterior se ha interpretado con base en la categoría de 
género, que hace referencia a esos roles, responsabilidades y oportunidades 
-específicos de cada cultura, cambiantes a lo largo del tiempo-, asignados al 
hecho de ser hombre o ser mujer, construidos y aprendidos en el proceso de 
socialización (López, 2000, p. 2).

El “género es una categoría analítica que cruza, transversalmente, toda 
la estructura social y que afecta su conjunto. Permite comprender que lo 
femenino y lo masculino no son simples derivaciones de las diferencias 
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biológicas, sino complejas construcciones sociales” (Comisión Nacional para
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres [CONAVIM], 2010, p. 63), 
como los estereotipos de género y diversas formas de discriminación como 
el sexismo, la misoginia y el machismo. (Ver Gráfico 1).

Gráfico 1

GÉNERO

Estereotipos

Son arquetipos creados a través de 
imágenes en los que se debe encajar 

para ser socialmente aceptados.

Es una forma de sexismo que implica 
aversión u odio a las mujeres o que 

rehúye su trato.

Es lo aprendido en una sociedad 
patriarcal en la que se considera 

como inferiores a las mujeres.

Discriminaciones por razones de 
diferencias sexuales. Es la asignación 
de roles de género jerarquizados 

según el sexo
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Estas construcciones culturales y sociales condicionan y, en muchas 
ocasiones, determinan y limitan las oportunidades y expectativas de mujeres 
y hombres en cualquier ámbito que deseen desarrollarse. Además, crean 
situaciones de desigualdad social, por ejemplo, en los ámbitos familiar y 
laboral, y se manifiestan en conductas de violencia y agravio de derechos 
cometidos contra niñas, adolescentes y mujeres, como las antes referidas; así 
como en la impunidad de estas, debido a la repetición de roles y prejuicios en 
el sistema de justicia que repercuten en el sometimiento psicológico y físico 
de las mujeres.

La atención de este problema ha requerido el desarrollo de un robusto 
marco jurídico para garantizar el derecho a una vida libre de violencia de las 
mujeres y las niñas que, en el ámbito internacional, tiene como fundamento la 

Fuente: Elaboración propia, con información de Marchal Escalona,
2010, pp.100-102.
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Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, conocida también como Convención de Belém do Pará, la 
cual establece los deberes y las responsabilidades del Estado de actuar para 
modificar o abolir leyes y prácticas que toleren la violencia contra la mujer; 
así como los de prevenir, investigar y sancionar todos los actos que conlleven 
el ejercicio de violencia contra la mujer; y proteger, atender y reparar el daño 
a las víctimas.

Con base en estos mandatos, progresivamente, a lo largo de los años se han 
sumado diversas acciones para mejorar la eficacia con que se aborda este 
problema; desde la creación y mejora de un marco normativo nacional en 
la materia, encabezado por la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, publicada en el Diario Oficial de la Federación en 
2007, cuyo objeto es “prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres, así como los principios y modalidades para garantizar su acceso a 
una vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y bienestar conforme a 
los principios de igualdad y de no discriminación” (art. 1); hasta la creación de 
fiscalías especializadas en los delitos que generalmente son cometidos contra 
ellas (feminicidios, violencia sexual, trata de personas) y Centros de Justicia 
para Mujeres, para proporcionar a la ciudadanía herramientas de protección a 
sus derechos humanos, en específico para las niñas, adolescentes y mujeres.

Estos adelantos se suman a los que se han logrado en materia de protección 
de los derechos de las víctimas, en general. No obstante, todos estos esfuerzos 
no son suficientes para garantizar cabalmente sus derechos, incluido el 
derecho a una reparación integral del daño, por lo que es necesario seguir 
generando nuevas herramientas que contribuyan a este fin. 

2. Los derechos de las niñas, adolescentes y mujeres en México 
y la importancia de la reparación integral en la victimización 
femenina

Las niñas, adolescentes y mujeres que llegan a ser víctimas de algún delito 
requieren ser atendidas con empatía y sensibilidad por las personas servidoras 
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públicas encargadas de operar el sistema penal acusatorio, así como que se 
respeten, protejan y garanticen sus derechos humanos, entre ellos el de acceso 
a la justicia que, en una parte importante, radica en la reparación del daño; como 
lo establece el artículo 20, apartado C, fracción IV de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), desde 1993.

Cuando se han vulnerado uno o más derechos de niñas, adolescentes y 
mujeres, es por medio de los procesos de procuración e impartición de justicia 
que puede reclamarse el pago real y efectivo de una indemnización integral 
o justa indemnización (Suprema Corte de Justicia de la Nación [SCJN], 2017). 

No obstante, para que la reparación de los daños sea adecuada, se debe 
considerar no solo el daño físico o económico, sino también el moral u otros que 
pudieran ser resultado de las violaciones a derechos alegadas, sean materiales 
o inmateriales; por ejemplo, las que hayan tenido lugar en perjuicio de la imagen, 
el honor o la reputación de la víctima, causadas por cualquier persona, sea 
una autoridad o un particular, ya que el ámbito de protección de los derechos 
humanos de las mujeres abarca los espacios públicos y privados.

En cuanto al análisis del hecho victimizante y sus implicaciones, desde la 
perspectiva del derecho penal dogmático y procesal, el delito es visto como la 
condición sine qua non para la existencia de las víctimas, pero desde el punto de 
vista de la victimología o los derechos humanos, representa la afectación o el 
daño de las víctimas y determina, en parte, la atención que requieren. 

Ya que los hechos victimizantes pueden afectar diversos aspectos físicos, 
psicológicos y sociales en la vida de las niñas, adolescentes y mujeres, para 
abordarlos es indispensable un trabajo interdisciplinario y multidisciplinario, 
desde las dimensiones jurídica y social, por medio de la aplicación coordinada 
de especialidades como la victimología y la psicología (ver Esquema 1).

Actualmente, muchas víctimas de delitos, particularmente las mujeres, no son 
atendidas en las instancias del sistema de justicia con la eficacia necesaria 
para salvaguardar sus derechos. Para modificar estas falencias (y así prevenir, 
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Esquema 1: Trabajo interdisciplinario y multidisciplinario en casos de 

victimización contra niñas, adolescentes y mujeres

investigar y erradicar la violencia contra ellas efectivamente), es necesario 
que las instituciones del Estado operen apoyándose en el derecho victimal 
y en una política criminológica fundamentada, entre otras normas, en la 
CPEUM, la Ley General de Víctimas y el CNPP; asimismo, se requiere contar 
con infraestructura adecuada y personal profesional, sensible y capacitado.

La atención fundada en estos elementos debe dirigirse a asegurar el acceso 
a la justicia de las mujeres, de jure y de facto. Como lo señala la Organización 
de Estados Americanos, este derecho implica: 

Instancias y recursos judiciales de protección frente a actos de violencia, de 

conformidad con los parámetros internacionales de derechos humanos. La 

CIDH ha establecido que un acceso adecuado a la justicia no se circunscribe 

Jurídico Social

Procesal 
estratégico

PsicológicoVictimología

Económico, familiar, social y comunitario

Fenómeno
victimizante

Proceso de victimización
Alteraciones
Vulnerabilidad
Capacidades
Reparación integral

Fuente: Elaboración propia.
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sólo a la existencia formal de recursos judiciales, sino también a que éstos sean 

idóneos para investigar, sancionar y reparar las violaciones denunciadas.[…] [U]

na respuesta judicial efectiva frente a actos de violencia contra las mujeres 

comprende la obligación de hacer accesibles recursos judiciales sencillos, 

rápidos, idóneos e imparciales de manera no discriminatoria, para investigar, 

sancionar y reparar estos actos, y prevenir de esta manera la impunidad 

(Organización de los Estados Americanos [OEA], 2007, p. 3).

Lo anterior significa que para el tratamiento de los hechos y de las víctimas 
en los casos de violencia contra las mujeres, así como para determinar sus 
daños y las reparaciones, es necesario allegarse de herramientas ad hoc, 
aplicando un enfoque científico e interdisciplinario que incluya, según sea 
el caso: la medicina forense, la psicología, el trabajo social, la antropología 
social, la victimología, la criminología, la criminalística, por mencionar algunas 
de las especialidades que se establecen en diversos protocolos para la 
investigación de delitos que afectan de manera particular a las mujeres, 
como aquellos contra el normal desarrollo psicosexual, el feminicidio, la 
desaparición forzada, entre otros. 

Asimismo, de manera indefectible y transversal, debe aplicarse la perspectiva 
de género y los enfoques interseccional, diferencial y especializado, que tienen 
como base el marco jurídico nacional e internacional en materia de derechos 
humanos, particularmente de las mujeres, por medio de instrumentos como 
la Convención de Belém do Pará, y las sentencias emitidas por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH), en especial las derivadas de 
los casos de Rosendo Cantú y otra vs. México, y González y otras (“Campo 
algodonero”) vs. México, las cuales se han convertido en una guía en la 
procuración y la impartición de justicia para el Estado mexicano.

A la luz de estos y otros muchos mandatos, la perspectiva de género debe 
ser utilizada por las autoridades en la resolución de los procesos penales; 
pues, entre otros aspectos, permite trabajar en una reparación integral que 
considere diversos factores como el daño al proyecto de vida de las víctimas 
y que evite la revictimización de niñas, adolescentes y mujeres. 
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Con ese fin, actualmente existen algunas herramientas para orientar la 
aplicación de la perspectiva de género y de los enfoques interseccional, 
diferencial y especializado, como los protocolos de investigación de delitos 
antes mencionados, y el publicado por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para juzgar con perspectiva de género. Sin embargo, es necesario 
seguir desarrollando otras que permitan llevar a la práctica los enfoques, 
los mecanismos y los instrumentos legales mencionados a lo largo de 
este apartado, por lo que las autoras de este artículo, sumando esfuerzos 
académicos y de investigación, así como de la experiencia profesional de 
cada una, hemos desarrollado un peritaje especial en materia de género, con 
carácter interdisciplinario y multidisciplinario, con el objetivo de proporcionar 
elementos a las autoridades para que puedan valorar los diversos ámbitos 
de la victimización de niñas, adolescentes y mujeres, para coadyuvar en 
el acceso a la justicia de ellas, por ejemplo, por medio de una adecuada 
reparación, acorde a sus circunstancias y daños.

3. Los peritajes sociales 

Es pertinente recordar que en la violencia de género convergen múltiples 
factores sociales, ambientales y culturales que dan como resultado 
comportamientos específicos reflejados a través de los roles que la sociedad 
transmite de una generación a otra a mujeres y a hombres, lo que determina 
patrones socioculturales, presentes en la familia, la escuela, la comunidad, 
el vecindario, los centros de trabajo y todos aquellos espacios de interacción 
entre sujetos sociales. 

Como señala Moscoso, “el impacto provocado por las violaciones a derechos 
humanos afecta la integralidad de las personas y grupos, por ello su atención, 
prevención y erradicación, no puede reducirse a meros diagnósticos médicos 
o psicológicos, aislados de los aspectos políticos, económicos o sociales que 
los rodean (2011, s/p)”.

Es por eso que las personas que integran el Poder Judicial, responsables de la 
impartición de justicia, así como las encargadas de procurar justicia, precisan 
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analizar el contexto de cada caso para tomar decisiones con conocimiento de 
causas, efectos, motivaciones, conductas, entre otros aspectos relacionados 
con el entorno social de las personas víctimas u ofendidas, a fin de estar 
en condiciones de determinar aspectos como las medidas cautelares o de 
protección, y la reparación del daño; de ahí la necesidad de apoyarse en 
un equipo de trabajo interdisciplinario que integre las pruebas periciales de 
carácter social.

En los procesos judiciales que involucran factores como el género, el peritaje 
social permite comprender y explicar los contextos en los que se genera la 
violencia en cada caso específico; ya que se enfoca en analizar la manera en 
que estos ambientes son construidos a partir de los papeles que se asignan a 
hombres y mujeres involucradas, desde la familia, las instituciones y la sociedad.

El conocimiento e investigación del contexto social tiene especial importancia en 
los casos de violencia en el ámbito familiar y de las relaciones de convivencia, ya 
que permite identificar cómo este influye en la conducta y el comportamiento 
de cada persona que integra el grupo familiar; porque es en este espacio donde 
principalmente se producen y reproducen comportamientos específicos de 
acuerdo con el sexo, la edad y la familia de origen.

El dictamen pericial en trabajo social constituye un medio de prueba que 
a través de la metodología propia de la especialidad investiga el entorno 
social en el que se desenvuelven las personas, sus relaciones sociales, 
familiares, vecinales, laborales y de amistad, así como cuestiones de tipo 
socioeconómico, habitacionales e incluso de convivencia dentro de una 
comunidad, a fin de analizar e interpretar las particularidades de los contextos 
en los que están insertas, con el propósito de allegar a la autoridad judicial 
información fidedigna de la realidad de las y los involucrados, que contribuya 
a identificar situaciones de amenaza o violación de los derechos humanos 
(Ortega, 2018, p. 17).

Las personas profesionales en trabajo social que colaboran en el sistema 
acusatorio constituyen un valioso apoyo para personas juzgadoras y para la 
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abogacía, ya que entre sus funciones está la de elaborar dictámenes periciales 
producto de estudios e investigaciones en torno a la realidad sociocultural y 
económica, y a la identificación de causas y factores que originan las distintas 
conductas sociales que son abordadas mediante procesos de procuración e 
impartición de justicia (Ortega, 2018, p. 17).

El peritaje social analiza las características, los roles, las expectativas, los 
procesos emocionales y sociales, los comportamientos y las formas de 
relación entre las personas; al mismo tiempo, posibilita conocer y analizar la 
estructura del núcleo familiar (la familia como sistema) y las problemáticas 
que se presentan con mayor frecuencia en el seno de esta; para ofrecer una 
conclusión basada en el análisis e interpretación de la realidad investigada; 
lo que brinda a las autoridades elementos sobre la naturaleza de los hechos, 
sus causas y efectos, y otros factores que intervienen en ellos, para estar 
en condiciones de determinar las responsabilidades de cada interviniente, la 
sentencia y la reparación del daño.

4. El peritaje de género

La necesidad de contribuir al acceso a la justicia de niñas, adolescentes y 
mujeres, así como a la investigación académica en materia de violencia contra 
las mujeres, llevó al grupo de autoras de este artículo a trabajar en el desarrollo 
de peritajes de género, una herramienta enmarcada en el peritaje social.

El desarrollo de este tipo de peritajes tiene su base legal en la sentencia 
de la CoIDH sobre el caso “Campo Algodonero”, así como en el artículo 20 
apartado C de la CPEUM y el artículo 275 del CNPP, este último referido a los 
peritajes especiales, que a la letra señala:

Artículo 275. Peritajes especiales 

Cuando deban realizarse diferentes peritajes a personas agredidas sexualmente 

o cuando la naturaleza del hecho delictivo lo amerite, deberá integrarse un 

equipo interdisciplinario con profesionales capacitados en atención a víctimas, 

con el fin de concentrar en una misma sesión las entrevistas que ésta requiera, 

para la elaboración del dictamen respectivo. 
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¿Por qué le llamamos peritaje de género? Porque el análisis integral que conlleva se 
realiza con base en la perspectiva de género y los enfoques de derechos humanos, 
interseccionalidad y multiculturalidad, auxiliándose de la victimología, en aquellos 
asuntos donde estuvieron involucradas niñas, adolescentes y personas diversas 
sexualmente o pertenecientes a grupos en situación de vulnerabilidad.

En lo que respecta a su metodología, los peritajes de género desarrollados por 
este grupo de expertas tienen un carácter interdisciplinario7;1para integrarlos se 
hace uso de la normatividad en materia penal, de derechos humanos y género, 
jurisprudencias, doctrina, estadísticas y publicaciones académicas. 

Asimismo, se toman en cuenta los espacios y momentos en los que se encuentra 
la víctima, es decir, cuándo y en dónde ocurrió la victimización, el espacio de 
pertenencia de esta, así como su proceso de reinserción, el cual requiere de la 
preparación correcta y la identificación de sus necesidades y sus cualidades. 

Dicho proceso debe permitir la reintegración o la rehabilitación psicosocial de la 
víctima, es decir, debe ayudar a generar un cambio en las condiciones que fueron 
factor para que se produjera la victimización y así evitar la repetición de los hechos 
en la propia persona o en otras de su entorno, dando lugar a una afectación de 
mayor complejidad en términos familiares, sociales o comunitarios.

Todos estos elementos permiten llevar a cabo el peritaje, primero desde una 
aproximación teórica y, posteriormente, desde una práctica, que son contrastadas 
para, por ejemplo, determinar el daño. El desarrollo de este análisis conjunto por 
parte del equipo interdisciplinario, constituye un reto metodológico y técnico 
relevante, pero sus resultados pueden brindar elementos importantes para el 
proceso de protección y restitución de los derechos de las víctimas.

7. Interdisciplina, la que se da cuando se combinan dos o más disciplinas para generar un nuevo nivel 
de integración donde las fronteras disciplinares empiezan a desdibujarse. La interdisciplina no es la 
simple adición de partes, sino el reconocimiento que la incidencia de una disciplina y sus lógicas de 
indagación afectan el resultado de la investigación de la(s) otra(s) disciplina(s). Reglamento del Sistema 
Nacional de Investigadores, Artículo 2 fracción XIII, publicado en el Diario Oficial de la Federación, 21 
de septiembre de 2020.
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Cabe aclarar que, observando las condiciones y el entorno de la víctima, 
así como considerando el tipo de delito, este peritaje se complementa de 
manera interdisciplinaria con otros en diversas materias, como trabajo social, 
psicología, victimología, derecho, antropología social, medicina forense, con 
un enfoque diferencial y especializado.

Sabemos que toda metodología, técnica o peritaje es perfectible y que, una 
vez analizada la información existente sobre estos temas, los requerimientos 
en la atención de las víctimas pueden seguirse adecuando para garantizar el 
acceso a la justicia. 

Por ejemplo, en el ámbito internacional, los precedentes legales que establecen 
deberes y obligaciones para México relacionados con las garantías de prevención, 
no repetición y generación de cambios para la atención de mujeres víctimas de 
algún delito, que integran un paradigma interseccional y de género (como la 
multicitada sentencia de “Campo Algodonero”), son ejes fundamentales para guiar 
la realización de estos peritajes, ya que proporcionan información jurídica y científica 
pericial que se requiere para valorar formas, tipos y estructuras relacionadas con la 
violencia en contra de niñas, adolescentes y mujeres (ver Esquema 2).

Esquema 2: Alcance de la Sentencia “Campo Algodonero”

o3 Admitió afectación de la integridad psíquica y 
dignidad de los familiares de las víctimas 

02 Reconocimiento de homicidios de mujeres 
en razón de género 

01 Acceso a la justicia 

04 Desarrollo de la jurisorudencia con base en la 
convención Belém do Pará y de criterios en 
materia de reparaciones con perspectiva 
de género

05 Investiga y sanciona a los reponsables

07 Pago de indemnización así como de gastos 
y costas

06 Atención médica y especial a víctimas

Campo algodonero alcance de la sentencia

Fuente: Elaboración propia.
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Aunque la experiencia específica de las autoras en el desarrollo de este 
tipo de peritajes desde 2019 se ha centrado particularmente en relación con 
delitos de violencia familiar, a petición de las víctimas, el peritaje de género 
puede aplicarse en las diversas ramas del derecho (penal, civil, familiar, 
laboral y administrativo); siempre que las controversias involucren factores 
de desigualdad por razones de género, o cuando las partes intervinientes se 
encuentren dentro de categorías sospechosas de discriminación.

Por lo que al diseñar o iniciar la estrategia procesal, es necesario identificar 
y tomar en cuenta las características y el entorno social de las víctimas y 
personas imputadas, para identificar los aspectos mencionados antes. En este 
punto es importante señalar que, tanto la víctima como la persona imputada, 
tienen el derecho a este proceso de valoración y de identificación de sus 
circunstancias y necesidades.

En el ámbito de la procuración de justicia, el desarrollo de herramientas como el 
peritaje de género debe sumarse a aquellas señaladas en la normatividad penal, 
en las sentencias emitidas por la CoIDH, en los protocolos ad hoc de policías, 
fiscalías, servicios periciales y judiciales, a fin de visibilizar las asimetrías de poder, 
las situaciones de vulnerabilidad y los daños materiales e inmateriales para, en 
conjunto, fortalecer la base para una reparación del daño con enfoque diferencial, 
especializado e interseccional con miras a garantizar el acceso a la justicia de las 
mujeres víctimas de violencia.
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